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CALVO DE ALCOCER (Ramón): Las
Comisiones Provinciales de Ser-
vicios Técnicos. Síntesis de su
evolución legislativa. Secretaría
General Técnica del Ministerio
de la Gobernación. Madrid, 1964,
104 págs.

La Comisión Provincial de Ser-
vicios Técnicos nace a la vida legal
con la Ley de Bases de Régimen
local de 17 de julio de 1945. Desde
entonces, ha seguido una interesan-
te evolución, que el autor estudia
minuciosamente, y que justifica por
sí sola el especial atractivo que este
organismo ha tenido y aún tiene,
para nuestros administrativistas.

El presente trabajo sigue paso a
paso tal evolución, esbozando los
antecedentes del organismo y estu-
diando su finalidad, composición y
atribuciones según el texto creador,
y las disposiciones (texto articula-
do de la Ley de Régimen local, y
Reglamentos de Organización y
Funcionamiento, Contratación, Ser-
vicios y Población y Demarcación
territorial de las Corporaciones lo-
cales) que lo desarrollaron, y que
al hacerlo desenvolvieron asimismo
su competencia y funcionamiento.
Recoge después los preceptos de la
Ley del Suelo, que cercenaron gran
parte de su competencia para atri-
buirla a las Comisiones Provincia-
les de Urbanismo, y los de la le-
gislación reguladora de los Planes
de Obras y Servicios de carácter

predominantemente local o provin-
cial, encabezada por la Ley de 26
de diciembre de 1957, el Decreto
de 13 de febrero de 1958 y la Or-
den de 29 de marzo del mismo año,
que tan fundamentalmente variaron
su organización y composición y
que, asimismo, aumentaron su com-
petencia ; añadiendo, además, expre-
sa referencia a las Comisiones de
régimen especial, como las de Ala-
va, Ceuta y Melilla, hasta arribar al
Decreto de 10 de octubre de 1958
(Estatuto de Gobernadores), que
marca una nueva orientación—dice
el autor, aunque dicha orientación,
como reconoce más adelante, fue-
ra ya decididamente marcada por la
Ley de 1957—, considerándola co-
mo órgano deliberante de colabora-
ción inmediata con el Gobernador
civil, para coordinar la actividad
desconcentrada que dentro de la
Provincia realice la Administración
central, sin perjuicio de aquellos
otros objetivos que la legislación vi-
gente ya le atribuía, y que debía
sustituir a las Juntas, Comisiones y
cualesquiera organismos colegiados
de carácter estatal y ámbito provin -
cial, salvo las Juntas Administrati-
vas de Puertos, las de Detasas y
aquellos otros organismos que el
Gobierno exceptuase expresamente
de la integración.

Observa el autor, cómo, con fe-
cha 31 de diciembre de 1960, la le-
galidad vigente no sólo estaba ya
en parte afectada por disposicio-
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nes posteriores al Decreto de Go-
bernadores, sino que resultaba dis-
persa y en gran parte prácticamen-
te incumplida (por ejemplo, la in-
tegración pretendida), por lo que
era forzoso dictar nuevas disposi-
ciones que reordenasen la materia,
obviando estos defectos; y como
ello pretende realizarse por el De-
creto de 8 de mayo de 1961, que
reformó la organización de la Co-
misión, estableciendo en su seno las
Comisiones delegadas de: Asuntos
Económicos; Transportes y Comu-
nicaciones ; Acción cultural; Sani-
dad, y Asuntos Sociales (completa-
das en el Decreto de 21 de julio de
1960. que había ya estructurado la
de Tráfico, en aplicación de la Ley
de 30 de julio de 1959) y especifica
sus respectivas competencias, amén
de determinar, por fin, los organis-
mos que quedaban integrados en la
Comisión Provincial de Servicios
Técnicos y de regular su funciona-
miento.

Con ello se completa la evolu-
ción de Jas Comisiones estudiadas;
pero el trabajo no termina aquí,
pues el autor dedica un capítulo
—el IX—a exponer los principa-
les problemas que la regulación
plantea y otro—el X—a apuntar po-
sibles fórmulas de solución para
ellos. Según el autor, actualmente
las Comisiones son órganos técnico-
políticos de la Administración cen-
tral del Estado, con funciones múl-
tiples, cuyas Comisiones delegadas
(seis, con la de Tráfico, y no cin-
co, como pretende el Decreto de
1961) más que órganos de la misma
son unidades administrativas distin-
tas, cuya composición heterogénea
y supernumerosa plantea graves
dificultades respecto de su funcio-
namiento y organización burocrá-
tica, amén de sus excesivamente

amplias competencias. Asimismo,
opina el autor que es discutible—y
aplicado con escaso rigor—el crite-
rio seguido para determinar los or-
ganismos que en las Comisiones de-
ben integrarse y aquellos que deben
permanecer independientes; y con-
gruentemente con ello, indica las
principales modificaciones que a su
juicio debieran introducirse, me-
diante ley formal.

El trabajo—que termina con ci-
ta de la bibliografía consultada y
de las disposiciones citadas en él—
constituye un excelente resumen de
la evolución y legislación vigente
en materia de las Comisiones Pro-
vinciales de Urbanismo.

SALVADOR ORTOLÁ NAVARRO.

FUENTES (Narciso de): Problemas
de expropiación forzosa. Confe-
rencia pronunciada el 3-VI-1958
en la Academia Matritense clel
Notariado. Instituto Editorial
Reus. Madrid, 1962, 36 páginas,
y En torno al Urbanismo: Polí-
tica del Suelo y Registro de la
Propiedad. Conferencia dada el
15-111-1963 en el Instituto de
Estudios Jurídicos. Madrid, 1963,
60 págs.

Con muy poca diferencia en el
tiempo, De Fuentes Sanchiz ha pu-
blicado el texto de dos de sus con-
ferencias que, si bien por sus títu-
los acotan un campo jurídico va-
rio, giran en torno a un común eje:
la función social de la propiedad.
Además, tratan de materias que se
completan entre sí en la medida en
que la expropiación forzosa es ins-
trumento útil y adecuado para el
mejor logro de una recta política
urbanística.

El estilo vivido, propio del autor,
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al reflejar fielmente su trato perso-
nal, hace agradable, cuando no ame-
na, la lectura. Cualidades a las que
se agrega la del tratamiento esque-
mático de las cuestiones, lo cual no
empece una límpida fluidez litera-
ria junto con la suficiente vitalidad
que permite a los trabajos ser ex-
presivo y certero retrato de la reali-
dad jurídica. Ello es tanto más de
elogiar al reunirse certeramente en
el estilo claridad, concisión y pro-
fundidad, pues, pese al corto nú-
mero de las páginas, se abordan las
cuestiones en auténtica característi-
ca de micromonografía.

Ahora, aun a sabiendas que el
análisis pecará de descarnada radio-
grafía, no podemos sustraernos a la
justa tentación de exponer su con-
tenido y nos sentiríamos satisfechos
si con ello logramos difundir la lec-
tura de los trabajos; con ella, quien
lo hiciere, quedará suficientemente
premiado.

Esa función social de que hablá-
bamos significa, en la expropiación
forzosa—«Institución proteica, a la
vez que patológica, de la propie-
dad»—, ampliación de banda en or-
den a su causa legitimadora de ser-
la inicialmente en 1836 la utilidad
pública y el común beneficio y lue-
go, en 1931, la utilidad social, pasó
a serla ahora en 1954 el interés so-
cial, expresión literaria ésta del con-
cepto de la propiedad como función
social. Con ello, la confusión que
pudiera haberse dado en orden al
sujeto legitimado no otro sino el
Estado, la Provincia o el Munici-
pio, por sí o a instancias del benefi-
ciario pasa, dada la amplitud y vi-
gor de la Ley, al interés social, a
cuyo servicio se institucionafiza. El
trabajo pone coto a esta perpleji-
dad aduciendo el texto del artícu-
lo 71 de la Ley que exige la existen-

cia de una norma predeterminadora
de esa función social y de un pro-
pietario que voluntariamente la in-
cumpla.

Utilidad pública y justa indemni-
zación, requisitos esenciales recono-
cidos como tales a escala universal
por la «Declaración Internacional
de los Derechos del Hombre» pro-
clamada por las Naciones Unidas
en 1948, tienen sus antecedentes
históricos en textos de fecha muy
anterior a los de la «Declaración de
la Independencia de los Estados
Unidos» o de los «Derechos del
Hombre y del Ciudadano» de la
Revolución francesa, como son
nuestras Partidas alfonsíes, según
las cuales la expropiación había de
hacerse «a pro o amparamiento de
todos», comprándose la cosa al due-
ño «de guisa que él finque pagado
a bien vista de ornes buenos».

Negado que la expropiación for-
zosa sea institución exclusiva del
Derecho administrativo por parti-
cipar de los caracteres del Derecho
público y del privado, debe ser es-
tudiada por éste, al que afecta.
Y si como acto del primero provo-
ca en el ámbito del segundo un
traspaso dominical, ello significa
para el beneficiario una adquisición
ex novo con la purga que, como se-
cuela, impone en la sucesión.

En la expropiación el «título»
de la adquisición es el expediente y
la ocupación, el «modo». La duda
sobre cuál es el momento determi-
nante para su consumación, ames
del que el propietario pueda tras-
mitir su titularidad y no después
sin caer en el delito de estafa lla-
mado antiguamente estelionato, que-
da resuelta claramente por un con-
junto de normas que el autor con-
juga, tan acertada como modesta-
mente al dar sólo como provisiona-
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les sus conclusiones, no siendo otro
que el del otorgamiento del acta
de ocupación definitiva.

Dejando de lado otras cuestio-
nes que pueda plantear la Ley de
1954—frente a la que el Reglamen-
to presenta un mayor orden y cla-
ridad desenvolviéndose más acerta-
damente dentro del campo de fric-
ción como el Derecho privado—ta-
les como son: a), la de la subsis-
tencia del derecho anterior, no re-
suelta ni por el propio texto legal
que mantiene una serie de expro-
piaciones especiales (como las deri-
vadas de las leyes de Régimen lo-
cal y del Suelo), ni por el Decreto
de vigencias (con lo que se quebró
el propósito unificador), y b), la de
si la expropiación es sólo parte de
la vigente Ley (que parece haber
cuidado más de la responsabilidad
civil); cabe considerar, por funda-
mentales, a la avenencia, las cargas
y el derecho de reversión.

Previamente, y en orden a la le-
gitimación pasiva, hace la exégesis
de los preceptos legales y reglamen-
tarios que, en fórmula barroca e
imprecisa, tratan de determinar al
propietario o titular, destaca la
contradictio in terminis del artícu-
lo 4.° de la Ley.

En orden a la intervención en el
expediente de los titulares de dere-
chos reales, se analizan los casos en
que procede la representación del
titular por el Ministerio fiscal, cuya
regulación tiene, inexplicablemente,
los mismos defectos de técnica que
en la Ley de 1879, probando el to-
no de descuido que, en materia ci-
vil, ofrece el texto vigente: el jue-
go de tales casos ha de cuidarse
para evitar que el expediente expro-
piatorio sea un fiasco o resulte in-
compatible con el Registro de la
Propiedad. También considera el

trato especial que, ampliado consi-
derablemente en la Ley actual, se
da a los expropiados cuando tuvie-
ren incompletas su capacidad o la
facultad de disposición, con las ga-
rantías especiales para el pago, cu-
yos casos extiende aun más el tex-
to reglamentario, y en cuya solu-
ción difiere el artículo 98 de la Ley
del Suelo.

Respecto a la avenencia que se
refiere a la adquisición en sí y al
precio, de las clases que de ella hay
en el Derecho francés, nuestra le-
gislación sólo da pie a dos: a), ce-
sión amigable previa, auténtico con-
trato civil, no administrativo, de
compraventa, con la Administración
como compradora, y b), la adhesión
a la expropiación que supone ave-
nencia respecto al precio. Su estu-
dio supo el de la naturaleza del trá-
mite, de cómo se ha de completar la
capacidad y las facultades dispositi-
vas de los expropiados, del recobro
por éstos del bien, de cómo el acta
de pago y ocupación será el título y,
claro está, de que el justo precio
queda fijado de modo definitivo. Es-
ta parte, y es de lamentar, está mal
perfilada y no presenta claramente
las posibles diferencias entre ambos
casos, tales como la de si se da o
no una condición resolutoria e in-
cluso una condictio iuris, ni los dis-
tintos matices que, según el momen-
to del convenio, puede éste ofrecer;
todo ello a la luz de las Sentencias
de 30-1-23, 26-11-31, 9-VI-33, 21-
VI-51, 13-XI-56, 25-V y 9-X-57,
24-X-60 y 10-V-61.

Como la purga ha de tener el
más amplio sentido debe no sólo
conocerse previamente la situación
registral del inmueble, sino también
utilizarse un medio adecuado a sus
efectos, cual sería, en los procedi-
mientos judicial sumario y ejecuti-
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vo ordinario, la nota marginal al
expedirse la certificación de domi-
nio y cargas. Y ello para que si se
inscriben actos de avenencia y sub-
sisten las cargas no se pague un pre-
cio superior ni sus titulares vean
disminuida la efectividad de sus de-
rechos. Pero ¿cómo conocerlos pa-
ra notificarles el procedimiento, si
sus domicilios no figuran inscritos?
Conviene, pues, dejar constancia de
éstos en las hipotecas para evitar
que a la aplicación del artículo 20
del Reglamento no se encuentren
ausentes del expediente al publicar-
se los edictos. La Resolución de la
Dirección General de los Registros
y del Notariado de ll-XII-1894
sentó en términos claros una recta
doctrina no recogida; por el contra-
rio, el artículo 62 del Reglamento
utiliza una fórmula amplia e impre-
cisa. Del conjunto de los preceptos
aplicables hay que construir la tra-
mitación correcta, válida para el ca-
so, tanto se produzca o no escritu-
ra de avenencia. Como en la prác-
tica no hay una doctrina clara sobre
cargas y gravámenes, y, además, se
presenta una gama de ellas, tales
como las afecciones por Utilidades,
las de Plusvalía, del Impuesto de
Derechos Reales, todo ello plantea
una serie de problemas y que en de-
finitiva exigirán el depósito del im-
porte del derecho garantizado, cuan-
do no de la totalidad del justipre-
cio.

El expropiado conserva un de-
recho de reversión que, si en un
tiempo puede ser derecho de tanteo,
hoy es más bien un derecho real de
adquisición, una limitación legal,
válida incluso contra tercero prote-
gido, a modo de estigma para la fin-
ca en el comercio jurídico, respec-
to del cual cabe preguntarse si es
compatible con la seguridad jurídi-

ca. Y esto tanto más que, una cosa
es la expropiación clásica y otra la
actual al servicio de la función so-
cial al suponer más que una trans-
formación física, la jurídica. En la
reversión, los terceros tienen dere-
cho a ser oídos, y, por lo tanto, a
ser citados, en el expediente, para
oponerse. Otro problema es el de
que si antes el plazo era de treinta
años, hoy, al parecer, es de siete.
Una buena medida será hacer cons-
tar en el Registro, mediante nota
marginal, su extinción declarando
haberse realizado el fin de la expro-
piación o la caducidad de la rever-
sión.

En materia de urbanismo es más
difícil determinar cuanto se refiere
al recobro, ya que un cambio de an-
chura o de destino, ¿lo provocaría?;
sí, verbigracia, en el caso de una
zona verde que pasa a edificable.
En todo caso, encaja en el artícu-
lo 52 de su Ley. En cuanto a la del
Suelo, ésta lo recoge tanto en or-
den a espacios libres como a edifi-
caciones, pudiendo estimarse apli-
cable, subsidiariamente, la legisla-
ción fiscal que regula cómo la Ad-
ministración declara construidos los
edificios a efectos tributarios. Que
el urbanismo exige peculiaridades
en orden a la expropiación es un
hecho cierto que también ha desta-
cado Romay Beccaria en el núme-
ro 38 de la Revista de Adminis-
tración Pública, y entre ellas figura
la quiebra del derecho de reversión
estudiada por González Berenguer
en el número 41 de la misma desde
el punto de vista teleológico de la
construcción de viviendas como ta-
rea básica de todo quehacer urba-
nístico.

Aparte de apuntar las especiali-
dades de expropiación de fincas
usufructuadas y censidas, así como
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los problemas de determinación del
cjusto precio» y del título inscribi-
ble, cabe referirse con más exten-
sión a la expropiación parcial: de
parte de una finca o de determina-
das facultades dominicales. El que
la Ley baja de tono dentro del cam-
po del Derecho privado, lo demues-
tra al referirse entre las segundas a
la permuta o al censo, a menos que
se refiera a una extraña figura de
censo administrativo. Un interesan-
te problema es el de expropiación
parcial de finca hipotecada, especial-
mente en cuanto significa división
de la carga que de no ser consen-
tida por su titular supone la ex-
propiación total del crédito.

Cierto que muchas, y de las más
importantes observaciones expues-
tas, se han corregido de conformi-
dad con ellas, antes de publicada la
conferencia, en el nuevo texto del
entero artículo 32 de la Ley Hipo-
tecaria. Esto no desmerece, sin em-
bargo, la exposición recensada en
la medida que refleja la Ley de ex-
propiación forzosa al tiempo de su
promulgación.

La visión de la propiedad como
derecho subjetivo privado con fun-
ción social viene a determinar,
arrumbada la vieja concepción ab-
soluta y quintaría del dominio, el
fiel de la balanza entre dos concep-
ciones antagónicas: «la propiedad
es un robo» y «la propiedad, dere-
cho sagrado e inviolable». Pero,
claro es, toda vez que el Derecho
es para el hombre y para las socie-
dades humanas, y no viceversa,
conviene considerar todo ello desde
las perspectivas de una nueva dis-
ciplina, vieja como la humanidad:
el Urbanismo, cuyas dimensiones en
el tiempo y en el espacio son uni-
versales. Ya Aristóteles, en su Po-
lítica, señalaba normas para la me-

jor ordenación de las ciudades.
Y hoy, el mundo entero está pre-
parado para un intervencionismo
que logre hacer la vida más grata
en cada momento y lugar, a cuyo
servicio pone toda una política del
suelo que aplique y desarrolle los
principios del Urbanismo. Pero esa
ciencia y esa política no pueden
quedar en mera especulación teóri-
ca: dirigidas por y para el hombre,
ser sociable, han de tener cauce
práctico adecuado. En consecuencia,
han de ser disciplinadas y estruc-
turadas jurídicamente. De ahí esta
nueva rama del Derecho: el Dere-
cho urbanístico que, en realidad,
más que poseer sustantividad pro-
pia, es un soplo, un recto sentir,
que anima a nuestro viejo y añoso
Derecho para que, una vez más, sir-
va a las necesidades humanas.

Por eso, el autor, que ha querido
dar un a modo de epítome, de la
Ley del Suelo ad usum privatum de
los Registradores de la Propiedad,
aunque de utilidad para cuantos,
que son muchos, se mueven dentro
del campo urbanístico, divide su no
muy extenso trabajo, aunque sí muy
denso y macizo, en dos partes. An-
te todo la formada por los nueve
primeros epígrafes, bien sustancio-
sa, para plantear y centrar el fe-
nómeno urbanístico, dentro del cual
enmarca al Registro de la Propie-
dad como cauce e instrumento pa-
ra la efectividad de la Ley del
Suelo.

Aquí subraya la universalidad del
fenómeno urbanístico, al considerar
algunas de sus causas y manifesta-
ciones : la exposición demográfica,
la especialización en el trabajo, la
transformación del suelo agrícola
en urbano, la creación de nuevas
ciudades y la expansión de las exis-
tentes. A la vez estudia otro de sus
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fenómenos actuales: el general in-
tervencionismo, propio y común ya
de todos los países.

Es curioso que la polémica en
torno al intervencionismo haya res-
petado a la política urbanística que
se ha potenciado en una auténtica
«Política de la Sociedad» (y cabe re-
cordar, con el autor, la glosa de un
filósofo español a las palabras de
Goethe a Napoleón sobre que «hoy
el destino es la Política», en el sen-
tido de que esto es lo que hay que
aceptar, quiérase o no) frente a los
problemas que plantea el tráfico; las
necesidades de viviendas; las cos-
tumbres de ella derivadas; la defen-
sa y coordinación de espacios libres,
zonas verdes, suelo agrícola y del
paisaje. En una palabra, para lograr
una recta armonía entre el medio
ambiente natural y el creado por el
hombre. Ahora bien, en la tarea,
procede, de una parte, defender la
propiedad privada y. de otra, a la
vez, impedir la especulación y que
la renovación urbana sea instrumen-
to de colectivización.

Problema muy especial y difícil
de resolver en toda su justicia, que
exige un auténtico juicio salomóni-
co, es el de la especulación, especial-
mente cuando el propietario obtiene
un beneficio de «plusvalía» deriva-
do, no de su propio esfuerzo, sino
del de la colectividad. Muchos han
sido los matices de las normas que
han tratado de lograrla, llegándose
a posiciones extremas con la legis-
lación laborista inglesa, fracasadas
y revocadas en gran medida por los
conservadores, y aun más allá con
el estudio de los tecnócratas de
aquel partido en 1961. En nuestro
país se ha procurado conservar el
fiel de la balanza con los índices de
valoración y hay arbitrados reme-
dios fiscales, tales como los arbitrios

no fiscales por edificación deficien-
te, altura insuficiente y sobre sola-
res sin edificar que buscan el es-
poleo de la edificación, y, por otra
parte, las contribuciones especiales
y el canon de urbanización. Este
sistema es un medio hábil, pero,
por elemental que parezca, ha de ser
sabiamente administrado dado lo di-
fícil de su uso.

Todo ello lleva de la mano a dos
cuestiones fundamentales: las de las
actuaciones tácticas y estratégicas al
servicio de la política del suelo a
través de sus recursos jurídicos.
Pertenecen a la táctica: el principio
de subsidiaridad, la creación de un
patrimonio del suelo que sirva de
regulador para el mercado de sola-
res a través de los planes y progra-
mas de actuación y la creación de
nuevos núcleos. En orden a la es-
trategia cabe señalar: la divulgación
de la legislación urbanística y fiscal,
el fomento de la iniciativa privada,
la aplicación de los beneficios fisca-
les, la adecuada utilización en for-
ma, tiempo y lugar oportunos de la
expropiación forzosa, arma por lo
demás tan útil como delicada, verbi-
gracia, mediante los polígonos de
expropiación, los sistemas de actua-
ción en general, el asociar los ve-
cinos a la urbanización, las entida-
des urbanísticas, los auxilios, espe-
cialmente técnicos, a las Corporacio-
nes locales, las Gerencias de urba-
nismo, etc.

Si todo lo dicho se proyecta so-
bre el Registro de la Propiedad, ins-
titución que si en su día sirvió para
proteger al propietario hoy por igual
sirve al interés público que al pri-
vado, aun cuando sea indudable
que procede realizar reajustes que
permitan hacer frente tanto a los
nuevos problemas como a los futu-
ros. Para ello, ante todo, hay que
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ser realista en drástica sinceridad;
ha de buscarse auténtica correlación
entre lo fáctico y las tabulaes, lo-
grando un verdadero catastro, para
lo cual puede y debe ser elemento
eficaz la «cédula urbanística»; el
fisco debe convencerse que no ha de
ahogar la contratación y que un po-
co, y aun un mucho, de generosidad
permitiría obtener un reflejo real en
el Registro cual en espejo, y tam-
bién lograr la adecuación de la hi-
poteca, dándole la flexibilidad y sim-
plificando su ejecución, a las nece-
sidades actuales: merece, como de-
cían los Quintero en Malvcdoca,
que la fundieran de nuevo, como se
funden las campanas.

Y aquí, en esta segunda parte, se
encuadra lo fundamental, aunque
quizá no lo más sustancioso del tra-
bajo, imposible de resumir dado lo
compendiado de la parte que se re-
fiere a la mecánica registral en or-
den al urbanismo. Hay una regla
general: todo acto o acuerdo urba-
nístico es inscribible lato sensu en
el Registro de la Propiedad. A ta-
les efectos existe una unidad fác-
tica: la parcela, concepto que se
conecta con el de parcela mínima,
jugando de denominador común de
todas las actuaciones urbanísticas.

De un lado las que pudiéramos
calificar de normales: parcelaciones
y reparcelaciones, calificadas, éstas,
de pieza fundamental. Respecto de
ambas no hay que olvidar que se
trata de operaciones sujetas a pre-
via licencia y que pueden, hechas
anárquicamente por particulares, ba-
rrenar toda una política del suelo,
creando con las urbanizaciones clan-
destinas toda una serie de barrios
seudourbanos. De ahí la profunda
responsabilidad de Notarios y Re-
gistradores.

De otro lado, las anormales: an-

te todo los usos y obras justificadas
de carácter provisional, construccio-
nes toleradas en precario, en tanto
el terreno que afectan no sea uti-
lizado de acuerdo con su destino
urbanístico, respecto de las que el
asiento registral actúa a guisa de
farol encarnado o timbre de alar-
ma; las construcciones, especial-
mente rústicas e industriales, sobre
suelo no solar; y el aprovechamien-
to en usos provisionales de la «re-
serva urbana» que, aunque presu-
pone un plan de ordenación, no
es aún suelo urbano. Cada una de
las dos últimas pueden ser consi-
deradas tipológicamente como de
transición, cada vez más acentuada,
hacia las normales.

Especial mención, aunque sólo
sea de pasada, exige el derecho de
superficie, cuyo tratamiento urba-
nístico significa el robustecimiento
de tal institución, instrumento su-
mamente idóneo para evitar la espe-
culación, facilitar la construcción y
ejecutar las urbanizaciones.

Las servidumbres, finalmente, son
objeto de un amplio análisis arran-
cando de la excepción del Regla-
mento hipotecario en orden a no
inscripción de las legales que ten-
gan por objeto la utilidad pública
o comunal y contradicha por la Ley
del Suelo que declara inscribibles
las urbanísticas. Contradicción que
ha de resolverse, vistas además las
Resoluciones de la Dirección Ge-
neral de los Registros y del Nota-
riado de 26-X-1938 y 27-X-1947,
en sentido favorable a la incorpo-
ración tabular. Entre ellas figuran
las de non aedificcmdi y las de al-
tius non tollendi, respecto de las
que concreta a favor de quién ha de
hacerse la inscripción y las drásti-
cas consecuencias que se pueden de-
rivar, especialmente para la prime-
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ra, de no estimarlas inscribibles.
A ellas cabe equiparar los «Estatu-
tos de limitaciones» que plantean un
sinnúmero de cuestiones. No deja
de referirse también al derecho de
reversión que, en orden a las ex-
propiaciones urbanísticas, mantiene
el plazo de treinta años, distinto del
actual en la Ley de expropiación
forzosa; instituto, éste, que ha de
aplicarse frente a las servidumbres
privadas contrarias a planes de
ordenación. Un importante proble-
ma es el planteado por los precep-
tos de la Ley del Suelo y la de Ré-
gimen local que dan diez años de
vigencia, frente a los particulares,
a los planes, transcurridos los cua-
les recobran aquéllos el libre ejer-
cicio de sus facultades.

JUAN GARCÍA ROLLAN.

GUAITA (Aurelio): Derecho admi-
nistrativo especial, tomo III,
Ed. Librería General de Zarago-
za, año 1964, 297 págs.

Con una cuidada sistematización
y clara exposición nos da a conocer
el profesor Guaita la Administra-
ción económica. Aunque con el vo-
lumen III pensaba el autor finali-
zar la parte especial de su obra de
Derecho administrativo, sin embar-
go, es lo cierto que la complejidad,
extensión y creciente importancia de
la Administración económica impi-
den «encerrarla» en un solo volu-
men de proporciones análogas a los
anteriores: por eso—sigue dicien-
do el autor—seguirán a éste otros
dos volúmenes, de los que el IV
comprenderá, en principio, lo rela-
tivo a industria, comercio, abaste-
cimientos y transportes, mientras
que el V será destinado al Derecho

de las aguas, al forestal y al mi-
nero.

El capítulo primero de la obra
que nos ocupa versa sobre introduc-
ción general y organización de la
Administración económica. Se estu-
dia el impacto de la actividad econó-
mica del Estado en el Derecho ad-
ministrativo, las causas de la expan-
sión de la Administración econó-
mica, los principios fundamentales
del Derecho español en materia eco-
nómica, y las directrices actuales del
Derecho español en materia econó-
mica, refiriéndose al Plan de Des-
arrollo Económico con todos sus
antecedentes y secuelas de coordi-
nación, programación, financiación
y planes de inversiones, planes re-
gionales, etc.

Pasa después el autor a examinar
detenidamente los órganos adminis-
trativos a los que se atribuyen com-
petencias en materia económica. Así
analiza el Consejo de Ministros, la
Comisión Delegada de Asuntos
Económicos, la Presidencia del Go-
bierno, el Consejo de Economía
Nacional, la Comisaría del Plan de
Desarrollo Económico, la Oficina
de Coordinación y Programación
Económica, el Instituto Nacional de
Estadística y las Comisiones Pro-
vinciales de Servicios Técnicos.

Después de referirse el autor a
los órganos, estudia la actividad
económica de la Administración. En
primer lugar, analiza la actividad
industrial del Estado; detenidamen-
te examina las nacionalizaciones:
acepciones, alcance, clases, causas y
formas de nacionalizar.

Posteriormente, y con minuciosi-
dad, se refiere a la municipalización
de servicios; expone los criterios
doctrinales en torno a este concepto,
así como el criterio seguido por la
Ley de Régimen local; alude a las
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clases de municipalización, a los
trámites a seguir en un expediente
de municipalización, para finalizar
refiriéndose a los efectos y extinción
de las municipalizaciones.

En el tercer epígrafe del capítu-
lo segundo examina las empresas
públicas, y en concreto las empre-
sas nacionales y las sociedades mu-
nicipales y provinciales.

El capítulo tercero de esta obra
versa sobre «Moneda y Crédito».
Estudia la ordenación crediticia y
bancaria española y concretamente
los nuevos bancos oficiales, para
pasar después a referirse a la banca
privada. Finaliza este capítulo con
un estudio sobre los seguros de cré-
dito.

El capítulo cuarto de la obra que
recensionamos, sin duda el más ex-
tenso, trata en distintos epígrafes
de la agricultura y el Derecho agra-
rio, de la reforma agraria, de las
expropiaciones en materia agraria,
así como de la ganadería y caza.
Con detalle y brevedad examina
cada una de las instituciones rela-
cionadas en España con el Minis-
terio de Agricultura. Particular-
mente a nosotros nos hubiera gus-
tado que al hablar de los pósitos,
hubiera hecho alusión a las recien-
tes sentencias del Tribunal Supre-
mo en contra de su supresión y el
criterio de este Alto Tribunal de
mantener una institución que sólo
causa molestias en gran parte de
los Municipios que fundaron estos
pósitos.

El tercer tomo de esta interesan-
te obra sobre Derecho administra-
tiva especial del profesor Guaita
es didáctico, de lectura agradable,
de clara exposición, de contenido
preciso y de un indudable interés
teórico y práctico. No dudamos en
recomendar esta obra a nuestros

lectores, pues también para ellos
tiene interés por analizar con deta-
lle materias concretas de Derecho
municipal, c o m o es el caso, por
ejemplo, de las municipalizaciones,
que son estudiadas con minuciosi-
dad.

FRANCISCO LOBATO.

ILUSTRE COLEGIO DE ABOGADOS DE
VALENCIA : Comentarios en torno
a la Ley de 24 de diciembre de
1962 sobre circulación de vehícu-
los de motor. Valencia, 1963.

El Ilustre Colegio de Abogados
de Valencia ha publicado las po-
nencias y coloquios subsiguientes,
que tuvieron lugar en el seno de
su Academia Valenciana de Juris-
prudencia y Legislación, bajo la di-
rección de la Sección de Práctica
Jurídica, en torno a la Ley de 24
de diciembre de 1962 sobre circu-
lación de vehículos de motor.

Los ponentes y ponencias fueron
los siguientes: Don Jacinto Rodrí-
guez-Guisado, «La ordenación del
tráfico» ; don Joaquín Llobell, «El
ordenamiento penal» ; don Gonzalo
de la Concha, «El proceso penal» ;
don Ramón Fragües, «El ordena-
miento civil»; don Daniel Ferrer,
«Ordenación procesal civil»; don
Manuel Jordán, «La investigación
de accidentes» ; don Alejo Argente,
«Consideraciones médico-legales so-
bre el factor alcohólico en los acci-
dentes de tráfico».

Como se puede apreciar fueron
estudiados todos los aspectos de la
nueva ordenación de la circulación
de vehículos de motor.

Nos importa subrayar, por la es-
pecialidad de esta REVISTA, la po-
nencia primera sobre «La ordena-
ción del tráfico». El señor Rodrí-



610 REVISTA DE ESTUDIOS DE LA VIDA LOCAL

guez-Guisado, Jefe provincial de
Tráfico de Valencia, puso de relieve
la influencia de la civilización sobre
el tráfico hasta convertirlo en pro-
blema. Describió la composición y
funcionamiento de los organismos
creados para resolver este proble-
ma, la Jefatura Central de Tráfico,
sus Jefaturas provinciales y las Co-
misiones provinciales de Tráfico, y
se ocupó de las medidas adoptadas
por la Jefatura en relación con el
tráfico urbano, punto que interesa
primordialmente a las autoridades
municipales.

Finalmente, el ponente expuso
los esfuerzos realizados con el pro-
pósito de mejorar el nivel de co-
nocimientos en materia de tráfico
(Curso de información para Jefes
de Policías municipales, en colabo-
ración con el Instituto de Estudios
de Administración Local; cursos en
las Jefaturas provinciales para Je-
fes de Policías municipales de po-
blaciones en los que el tráfico pre-
senta mayores dificultades; Con-
greso de Derecho Internacional de
Circulación; divulgación escolar,
parques infantiles de Tráfico).

En el coloquio que siguió a la
ponencia se ocuparon los asistentes
del interesante problema de la coor-
dinación de funciones entre Jefatu-
ra de Tráfico, Ayuntamientos y Je-
faturas de Obras Públicas.

En la actualidad, el tráfico es ver-
daderamente, como destacaron los
especialistas que intervinieron en el
laudable ciclo de estudios organiza-
do por la Academia Valenciana de
Jurisprudencia y Legislación, un te-
ma de interés general. Por esto de-
ben ser agradecidos todos los es-
fuerzos encaminados a estudiarle y
a resolver las múltiples cuestiones
que suscita.

J. M.a BOQUERA.

MORAL (José María del): El ayer
V el mañana del regionalismo.
Madrid, 1963.

Cuando el profesor Del Moral
abordó—haciéndolo en el ámbito
público quizá por primera vez en
1 o s últimos veinticinco años—el
problema de la estructura regional
de España, en su memorable inter-
vención en los Cursos de Peñísco-
la, en el verano de 1962, el profe-
sor Garrido Falla le objetó que no
quedaba claro si el ponente se ha-
bía referido a la región económica
o a la región histórica. El ponente
respondió que se refería a ambas
cosas. Una prueba de que el tema
es igualmente actual tanto referido
a uno como a otro aspecto del re-
gionalismo, es el presente libro, que
recoge una conferencia dada por su
autor en el Ateneo de Madrid un
año más tarde. El libro es una prue-
ba también de la lucidez, la fideli-
dad, la documentación y el cariño
con que el profesor Del Moral está
tratando uno de los puntos menos
fáciles de tratar, pero más impres-
cindibles de dejar bien claros para
quienes amamos a España, y vemos
como absolutamente irrevocable su
unidad, entendida no como arqueo-
logía, sino como operante futuro.

Debemos distinguir con Del Mo-
ral un problema peculiar de España,
y de algún otro país europeo; de un
problema absolutamente universal.
El primero es el problema regional
histórico, es la coexistencia dentro
de las comunes fronteras del Esta-
do, de diversas realidades cultura-
les. El segundo es el problema re-
gional técnico-administrativo, resul-
tante de la evidencia de que la mo-
derna intervención pública en la
vida de los administrados no es efi-
caz si no se lleva a cabo en las es-
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feras que lo exijan, a un nivel in-
termedio entre el del Estado y el
de la Provincia, nivel que llamamos
región, y que unas veces coincide
con la región histórica y otras no.

En el primer aspecto las ideas de
Del Moral, muy en la línea del pen-
samiento clásico español—es decir,
regionalistas—constituyen un poner
sobre el tapete la cuestión del su-
premo bien común de los españoles :
nuestra unidad; resolviéndolo en el
único sentido posible y deseable: el
de mantenerla a toda costa, sabien-
do—y el que no piense así es que
no conoce el problema—que el úni-
co modo eficaz de acabar con los
desviacionismos, que tan caros nos
han costado, no es otro que un in-
teligente regionalismo. Cree Del
Moral que ha llegado el momento
para la nave de España, de esta nue-
va singladura. Probablemente es
cierto, como ha sostenido García de
Enterría, que el proceso uniformi-
z a d o r decimonónico—coronando
una labor de siglos—fue necesario
en nuestra Patria. Precisamente,
porque esa obra está coronada, ha
llegado el momento de hablar de
nuevo de los pueblos peninsulares,
sin peligro—si se obra con inteli-
gencia y corazón no hay peligro al-
guno—para la unidad inabdicable
de España.

En el segundo aspecto, parece
que también el momento es propi-
cio para replantear el tema de las
regiones. El fracasado ensayo del
régimen de Vichy en Francia, aca-
ba de tomar de nuevo cuerpo en un
Decreto de 22 de marzo último.
Italia tiene en marcha una expe-
riencia regionalista d e s d e 1948.
Y nada digamos del sistema alemán
de lánder. Todo ello es prueba de
que la prestación y el control de
ciertos servicios públicos—precisa-

mente los más importantes—necesi-
ta el nivel regional. En España,
además de la voz de Del Moral,
contamos con los estudios de Mar-
tín Lobo, y, por último, con la Ley
del Plan de Desarrollo, que como
es sabido, atiende el aspecto regio-
nalizado de este desarrollo. Pero
los antecedentes españoles son de
más solera. Además del ensayo de
Ovando en la América recién des-
cubierta, y que, naturalmente, no
es una regionalizacion en el sentido
actual, aunque sí un curioso antece-
dente, contamos con las confedera-
ciones hidrográficas, que aunque
posteriores a la primera norma
francesa para el valle del Ródano,
son muy anteriores a la creación de
la Compañía del Ródano, en la pro-
pia Francia, y a la Corporación del
Valle del Tennesee en Norteaméri-
ca, ambas de 1933. También, pues,
en este segundo aspecto, encontra-
mos planteado y resuelto el proble-
ma en nuestro suelo.

Una y otra tendencia pueden
coincidir (en el caso de Galicia, esto
es clarísimo; no tan claro en el de
Cataluña, y menos claro en el del
País Vasco). Y esta coincidencia ha
de ser tratada consecuentemente,
habida cuenta, desde luego, que en
el primer aspecto estamos ante un
problema cultural, y en el segundo,
ante un problema de prestación ade-
cuada de servicios. Pero en uno y
otro caso estamos sirviendo a Es-
paña y a los españoles. No hay, por
consiguiente, posibilidad alguna de
que la actuación en uno y otro te-
rreno se interfiera. Y como Del
Moral sostiene, el resultado será
una España más ella misma, a me-
dida que la despojemos de la vesti-
dura jacobina, que tan incómoda
resulta.

El trabajo de Del Moral, que es-
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peramos se vea seguido de otros del
propio autor en la misma línea, que
con tanto acierto cultiva, es un
ejemplo elocuente de cómo se tra-
baja cuando preocupan las cosas de
España.

J. L. GONZÁLEZ-BERENGUER.

PERA VERDAGUER (Francisco) : Ex-
propiación forzosa. Colee. Nereo.
Barcelona, 1963.

Varios son los libros.escritos pa-
ra comentar la Ley de Expropia-
ción forzosa de 16 de diciembre de
1954 y el Reglamento para su apli-
cación de 26 de abril de 1957. El
que aquí recensionamos ofrece un
indudable interés práctico. Después
de sistematizar el preámbulo de la
Ley, pasa a referirse a los «princi-
pios generales»; expone el autor
después de cada artículo de la Ley
una síntesis doctrinal, legal y ju-
risprudencial de la materia sobre la
que versa dicha Ley.

Posteriormente analiza el texto
de la Ley referente al procedimien-
to general de expropiación y a los
procedimientos especiales. En ca-
pítulos sucesivos nos da a conocer
las distintas formas de expropia-
ciones especiales.

De manera similar se refiere el
autor al texto articulado del Regla-
mento promulgado para aplicación
de la Ley de Expropiación forzosa.
Es difícil referirse a aspectos con-
cretos de este Reglamento. Creemos
que tanto los comentarios a la Ley
como al Reglamento están llenos
de acierto y guiados por un indu-
dable carácter práctico, debido a la
experiencia del autor como Presi-
dente de la Audiencia Provincial de
Tarragona. De nuestros lectores es
sabido que el artículo 32 de la ac-

tual Ley de Expropiación forzosa
asigna la Presidencia del Jurado
Provincial de Expropiación a un
Magistrado que designe el Presi-
dente de la Audiencia. Es, por con-
siguiente, lógico el indudable inte-
rés que este libro ofrece, porque si
a los conocimientos teóricos añadi-
mos la experiencia que en este cam-
po posee el autor, veremos que el
libro objeto de esta recensión inte-
resa a los profesionales del Dere-
cho, pero también a los Ayunta-
mientos, ya que muchos de ellos
tendrán necesidad de acudir a la ex-
propiación para el desarrollo ar-
mónico de las ciudades que dirigen
o para constituir un patrimonio mu-
nicipal adecuado, o bien como me-
dio auxiliar de las empresas muni-
cipales o de aquellas en que los
Ayuntamientos tienen intereses pro-
pios.

Son hoy en día muchos los libros
que se escriben, pero nos hallamos
ante uno que bien merece la pena
de alabar. Destaca, por una parte,
su presentación; en letras de distin-
to tipo se exponen las diversas pos-
turas doctrinales, la jurisprudencia,
el texto del articulado y los comen-
tarios legislativos a cada artículo;
además los márgenes aparecen con
palabras alusivas al contenido del
párrafo, lo que en un momento da-
do ayuda extraordinariamente a sa-
ber el contenido de ese epígrafe o
párrafo. Por otra parte, es de men-
cionar el índice alfabético que se
halla al final de la obra; con este
índice fácilmente se puede localizar
cualquier cuestión tratada en la Ley
o Reglamento de Expropiación for-
zosa.

La obra termina con un índice
de las materias tratadas.

Por la presentación y el esmero
con que el autor trata de esta mate-
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ría no dudamos en recomendar esta
obra que recensionamos. Su interés
es manifiesto para todos nuestros
lectores y es, sin duda, el libro que
más interesa a la generalidad de
nuestros suscritores por la claridad
que posee y por el indudable crite-
rio práctico que ha presidido la
mente del autor al comentar la Ley
y el Reglamento vigentes de Ex-
propiación forzosa.

FRANCISCO LOBATO.

BLOCH (Roger) y LEFÉVRE (Jac-
queline): La fonction publique
internationale et e ur op é e nne
L. G. D. J. París, 1963, 219 pá-
ginas.

El libro de Bloch y Lefevre se
ocupa de un tema polémico, como
es el de la función pública inter-
nacional, y lo trata de una manera,
tradicional en la doctrina francesa,
de modo sistemático y ordenado.
Ello supone una gran ayuda para
aquel que se sienta llamado a inves-
tigar en este terreno tan discutido
y discutible de la función pública
internacional.

La obra que comentamos está, di-
vidida en dos partes. La primera de
carácter introductorio y la segunda
de carácter práctico y más concreto,
referido a las regulaciones positi-
vas de las carreras administrativas
en los organismos internacionales
y en las organizaciones europeas.

En la primera parte los autores
estudian los principios jurídicos
que regulan la función pública in-
ternacional. Dichos principios, pro-
vienen, y ello es lógico, del campo
del Derecho administrativo. Hay
que partir, en primer lugar, de un
concepto de funcionario público, y

dicho concepto donde lo encontra-
mos más elaborado, es precisamen-
te en las disciplinas del Derecho pú-
blico. El Tribunal Internacional de
Justicia de La Haya da una defini-
ción de agente internacional, de la
que parten los autores en el aná-
lisis emprendido; dicho Tribunal
afirma que «agente internacional es
aquel funcionario, remunerado o
no, empleado con carácter tempo-
ral o permanente, y que ha sido en-
cargado por un órgano de la or-
ganización internacional de que se
trata, para ejercer o colaborar en
el ejercicio de algunas de las fun-
ciones de dicha organización». En
resumen, es agente internacional
toda persona por medio de la cual
la organización actúa.

Y este concepto es, a su vez, di-
ferenciable del de funcionario in-
ternacional, ya que el concepto
«funcionario público internacional»
implica necesariamente: 1.°, la exis-
tencia de un empleo público; es de-
cir, de un empleo reconocido como
tal y que cuenta con una consigna-
ción presupuestaria; 2°, un nom-
bramiento regular verificado por la
autoridad internacional o suprana-
cional que tienen encomendada !a
facultad de emanar tales actos ad-
ministrativos. Con ello, en definiti-
va, se llega a la conclusión de que
no todo agente internacional es fun-
cionario público e inversamente,
que todo funcionario internacional
es un agente internacional.

En definitiva, los autores se in-
clinan por la utilización del término
agente internacional, porque en él,
de modo genérico, se comprenden
todas las categorías del personal in-
ternacional : funcionarios interna-
cionales propiamente dichos, agen-
tes temporales, agentes contratados,
empleados sujetos a una normativa
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local, colaboradores ocasionales, et-
cétera.

A continuación se ocupan los au-
tores del análisis de la naturaleza
del vínculo que liga al funcionario
con la organización administrativa
internacional, llegando con esto a
la conclusión de que es cada día
más notable la tendencia a la equi-
paración entre funcionario público
internacional y funcionario público
nacional.

Respecto a la estabilización en
el empleo, gran problema de fondo
en la función pública internacio-
nal, la evolución reciente nos mues-
tra cómo se está produciendo una
modificación en la naturaleza jurí-
dica de la función y la tendencia a
una mayor estabilidad en el empleo ;
los ejemplos en este sentido son nu-
merosos. En el capítulo II de esta
segunda parte, se estudian los pro-
blemas referentes al contenido de
la relación funcional, siguiendo la
doctrina que pudiéramos, llamar
clásica, y distinguiendo entre obli-
gaciones del funcionario y derechos
del mismo. Merecen especial aten-
ción, dentro de las primeras, las de
lealtad a la organización, las incom-
patibilidades y la responsabilidad, y
respecto a los segundos, aparte los
derechos clásicos, la novedad y la
especial problemática del denomina-
do derecho de asociación (que inclu-
so en la esfera nacional hoy día no
se halla plenamente admitido).

Pero, sin duda alguna, el proble-
ma crucial es el problema de la in-
dependencia del funcionario inter-
nacional. Y para que esta indepen-
dencia esté garantizada, es preciso,
de una parte, que los Gobiernos na-
cionales no intervengan para nada
en la elección de los funcionarios,
y de otra, que las propias organi-
zaciones, no soliciten la ayuda de

los Gobiernos para juzgar acerca
de la integridad de los agentes.

El capítulo III se ocupa de los
privilegios de la inmunidad que la
función pública internacional pre-
tende alcanzar. Notemos que en el
campo de las pretensiones, el proble-
ma es complejo y se trata de resol-
ver generalmente con una aproxi-
mación relativa, por analogía, ana-
logía muy destacada, con la función
diplomática o de representación.

En el capítulo IV se recogen las
garantías administrativas y juris-
prudenciales que la Administración
pública internacional comporta.

La segunda parte de la obra que
comentamos, se preocupa de pro-
blemas concretos, en la doble pers-
pectiva de lo internacional y lo eu-
ropeo. Analiza el aspecto funcional
de la asociación y la cooperación
internacional. Estudia una serie de
reglas comunes de principios gene-
rales sobre reclutamiento, carreras
administrativas y remuneraciones,
en la mayor parte de las organiza-
ciones internacionales que gozan de
una vida propia e independiente.

Los procedimientos de selección
en la organización de las Naciones
Unidas, y los matices que tales pro-
cedimientos adoptan en las denomi-
nadas instituciones u organismos
especializados. Especialmente s e
ocupa de dos experiencias europeas,
a saber: la tentativa realizada por
la Comunidad Europea de Defensa,
que solamente quedó en proyecto
porque prácticamente la C. D. E.
jamás ha existido como tal organis-
mo internacional, pero, sin embar-
go, con el proyecto de la creación
se elaboró un Estatuto de funcio-
narios públicos que tiene indudable
interés.

Junto a la tentativa anterior se
da cuenta también en la obra de



BIBLIOGRAFÍA 615

una realización: la canalización del
río Mosela. La Compañía Interna-
cional de Mosela que tiene su domi-
cilio en Tréves no es más que una
ciudad comercial de responsabilidad
limitada; sin embargo, esta ciudad
ha sido definida por las normas de
la Convención internacional que la
regulan. Ello ha originado la ela-
boración de normas específicas, a las
que voluntariamente pueden acoger-
se los funcionarios que en esta ciu-
dad prestan sus servicios.

Por último, en los capítulos VIII
al X, se estudian los procedimien-
tos concretos de selección o reclu-
tamiento en las restantes organi-
zaciones occidentales, y en el su-
puesto especial de las comunidades
europeas. El problema de la remu-
neración es también el caballo de
batalla de la función pública in-
ternacional, de la misma manera
que es punto muy controvertido, en
el campo de la función pública na-
cional. Un principio general rige es-
ta materia: la adaptación de la re-
muneración al coste de vida. Se
ofrecen muestras comparativas y
datos estadísticos en abundancia,
que permiten tener una idea apro-
ximada del estado de la cuestión en
lo internacional al comprobar la
opinión de los autores sobre dicho
aspecto.

La obra se completa con una se-
rie de apéndices en los que figuran
los baremos de remuneraciones de
las distintas organizaciones inter-
nacionales europeas y una relación
eminentemente práctica de la no-
menclatura de las organizaciones
internacionales con carácter inter-
gubernamental que viene a iluminar
el caos de siglas existente en este
campo. Por último, se acompaña de
una bibliografía sumaria sobre el

tema de la función pública inter-
nacional.

ANTONIO DE JUAN ABAD.

WILKIN (R.): Dictionnaire du
Droit public. Bruselas, 1963, 419
páginas.

El diccionario que recensionamos
se debe a la pluma de un especialis-
ta en Derecho administrativo, di-
rector del Servicio de lo Conten-
cioso de la villa de Lieja y profe-
sor de su Escuela de Altos Estu-
dios.

Se trata de un diccionario de De-
recho público en donde el autor ex-
pone documentadamente el significa-
do, legislación y comentarios que
estima adecuados con respecto a las
palabras de uso corriente en el De-
recho público belga. Ya en el pró-
logo el autor trata de explicar que
no se trata de hacer un código más
o un tratado de Derecho público;
en esta obra se citan las leyes, pero
será preciso ir a los códigos para
ver su contenido; en muchas oca-
siones el autor se limita a hacer
unas referencias e indicar los tex-
tos legales o doctrinales más inte-
resantes sobre la materia o la voz
que explica.

En su diccionario el autor presen-
ta las materias por orden alfabéti-
co. En algunos casos este objetivo
no es posible, ya que existen pala-
bras genéricas que por tener una
acepción global imponen por defini-
ción el recurso a la síntesis. Así ha
sucedido según dice el mismo autor
en las siguientes palabras: actos pú-
blicos, competencia, finanzas públi-
cas, libertad, poderes y social.

Otras palabras precisan una ra-
mificación en el desarrollo de su
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contenido. Así, por ejemplo, nos
indica el autor que arte de curar
debe, necesariamente, contener la
exposición de palabras tales como
las siguientes: médico, farmacéuti-
co, enfermero; pero, a su vez, el
autor remite al lector a las palabras
cuya exposición busca.

Realmente poco podemos decir
del contenido de este manual, ya
que se trata de exponer sintética-
mente el contenido y conceptos en
torno a determinadas palabras usua-
les en Derecho público.

De la somera lectura de este dic-
cionario sacamos la impresión de
su extraordinaria calidad. Las pa-
labras que se estudian en el misino
son analizadas detalladamente y de
una manera exhaustiva. Es ésta una
obra que se hace imprescindible pa-
ra aquellos especialistas del Dere-
cho público y para los cultivadores
del Derecho comparado.

Detalladamente se van exponien-
do cada una de las palabras que en
Derecho público tienen uso en el
Derecho belga y en epígrafes suce-
sivos dentro de cada palabra se ana-
lizan la definición, contenido y efec-
tos que esa palabra lleva consigo.

Es ésta una obra que dentro de
su género merece figurar entre las
de primera línea, ya que su presen-
tación es extraordinaria y su con-
tenido está a la altura de los mejo-
res diccionarios de Derecho públi-
co extranjero.

De desear sería que en nuestra
Nación se hiciera algo similar a es-
to, pues se nota esta laguna y cree-
mos tendría una gran aceptación.
Conocemos de forma extensiva la
Enciclopedia Jurídica Seix, pero a
nuestro modo de ver falta un dic-
cionario de Derecho público, con-
creto y limitado, que pueda servir
tanto para los estudiantes como pa-

ra los profesionales del Derecho
público español.

Es de esperar que a la vista de
manuales como el que se recensio-
na, nuestros cultivadores del Dere-
cho público piensen en hacer algo
similar en nuestro país, que, sin
duda, servirá para enriquecer nues-
tra ciencia y de manual práctico
para quienes dedican sus afanes a
cultivar el Derecho público español.

FRANCISCO LOBATO.

STANCANELLI (Giuseppe): / consor-
zi 11 e I Diritto amministrativo.
Giuffré. Milán, 1963, 321 págs.

El Derecho administrativo ita-
liano suele acudir a formas consor-
ciales para resolver la mayor parte
de los problemas de cooperación,
tanto en la Administración estatal
e institucional como en la local: los
pequeños Municipios forman así un
consorcio cuando utilizan un secre-
tario o un médico común o cuando
encomiendan la dirección técnica de
sus montes a un mismo ingeniero.
Si a esto añadimos la enorme posi-
bilidad de consorcios que pueden
tener lugar entre los entes adminis-
trativos y los particulares, se com-
prenderá la importancia que tiene
en Italia esta figura y el interés doc-
trinal que siempre ha despertado y
que ha producido un impresionante
aparato bibliográfico.

En estas condiciones no es nada
fácil escribir un nuevo libro sobre
un tema tan manido; pero creemos
que Stancanelli ha sabido dar al su-
yo, si no una factura completamen-
te original, una perspectiva que le
hace no sólo interesante, sino, ade-
más, muy útil.

La obra se divide en dos partes.
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En la primera se estudia el tipo
consorcial genérico y consta de dos
capítulos: en el primero se hace
una teoría general y en el segundo
se estudian las figuras consorciales
impropias. La segunda parte se ti-
tula «Los consorcios administrati-
vos» y c o n s t a de los siguientes
capítulos: primero, «Calificación,
fuentes de autonomía y actos cons-
titutivos» ; segundo, «Órganos y
controles»; tercero, «Patrimonio y
medios financieros», y cuarto, «Los
consorcios como sujeto pasivo de
imposición».

El capítulo más interesante es,
desde luego, el primero de la pri-
mera parte, en el que con gran mi-
nuciosidad (95 páginas) se constru-
ye una teoría general sobre la ins-
titución. Lo que no es nada senci-
llo—sin perjuicio de la literatura
ya existente—si se tiene en cuenta
la pluralidad de fórmulas consorcia-
les a que se aludía arriba. El autor
empieza por distinguir estas figuras
de otras afines, cuyas fronteras son
muy imprecisas: fusión, concentra-
ción y agrupación de entes, asocia-
ciones, sociedad y comunidad, para
terminar aislando «una figura sub-
jetiva caracterizada por la sustitu-
ción de una pluralidad de sujetos
en el desenvolvimiento de una de-
terminada actividad de interés co-
mún».

A partir de este momento, una
vez que el autor se puede desemba-
razar de estas enojosas, pero inevi-
tables cuestiones, la obra adquiere
un mayor vuelo dogmático y se en-
frenta con el problema capital de la
institución, a saber: la personali-
dad jurídica. La cuestión se resuel-

ve descomponiendo los actos con-
sorciales en dos grupos: unos que
se imputan al consorcio, y en este
caso actúa como persona, y otros
que se imputan a los entes consor-
ciados, y en este caso actúa como
órgano, es decir, sin personalidad
jurídica. La solución, como puede
verse, es audaz y muy sugestiva, y
para justificarla analiza el autor con
gran profundidad las figuras del ór-
gano-persona y de la persona-órga-
no, sutiles creaciones de la moderna
doctrina italiana, tan propias de la
abstracta mentalidad jurídica de es-
te país. Criterio clave para la dis-
tinción de los actos del consorcio
es la «instrumentalidad», tal como
la ha desarrollado recientemente
Ottaviano.

El interés de esta teoría general
se pone de relieve en los demás ca-
pítulos en los que, al ir analizando
los problemas que ya quedan indi-
cados, se tropieza siempre con la
dificultad que resulta de los varia-
dísimos tipos que reconoce el orde-
namiento y que es imposible redu-
cir a una unidad y al tiempo descri-
bir en su detalle. El autor procura,
por ello, abstraer en cada cuestión
las notas más generales y comunes,
sin perjuicio de ir señalando a con-
tinuación las peculiaridades propias
de los consorcios más importantes.
El resultado es una visión al tiem-
po genérica y particularizada del
régimen consorcial, más bien des-
criptiva que dogmática, y que es
útil, aunque carezca, como ya se ha
dicho, de la brillantez dogmática
de la primera parte.

A. NIETO.
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a) ESPAÑA:

Boletín del Colegio Nacional
de Secretarios, Interventores
y Depositarios de Adminis-
tración Local.

Marzo 1964. Núm. 231.

Madrid, febrero 1964. Núm. 230.

SÁNCHEZ CENIZO, Argimiro: Considera-
ciones sobre el Servicio de Inspección
y Asesoramiento y los funcionarios de
Administración local, págs. 68 a 70.

Tras aludir a que la creación del Ser-
vicio de Inspección y Asesoramiento
tiene su origen en la base 68 de la Ley
de Régimen local de 24 de junio de 1955,
destaca su labor asistcncial y divulga-
dora, y tomando como pie las disposi-
ciones relacionadas con la confección de
presupuestos y cuentas municipales, pone
de relieve que se ha hecho efectiva la
unidad de acción en muchos servicios
de las Corporaciones. Finalmente habla
del esfuerzo que han de realizar los
Cuerpos nacionales para evimpUrnentar
todos los servicios, fundamentalmente por
la escasez de personal.

MAHILLO SANTOS, Juan: Temas de or-
ganización y métodos, págs. 71 a 74.

Es el número 12 de la serie que el au-
tor dedica al problema de organización y
métodos. En el presente trabajo se limi-
ta a algunos casos de normalización,
pues no es posible recoger en un ar-
tículo de esta naturaleza todas las po-
sibilidades de normalización en las ofi-
cinas públicas. En el trabajo que glo-
samos se ocupa de la normalización de
!as máquinas de escribir y del papel.

ALBI, Fernando: Mi última palabra so-
bre los alcances, págs. 187 a 195.

Este trabajo tiene como antecedentes
una serie de artículos publicados en los
Boletines números 216, 223, 224 y 225
por Fernando Albi y en los números
221, 222 y 229 por Alfonso Vizán.

Continúa el señor Albi manteniendo
su punto de vista, considerando que
para que en un alcance pueda estimarse
la existencia de responsabilidad subsi-
diaria será indispensable que se den las
circunstancias que determina el artículo
39 del Reglamento de 3 de marzo de
1925. A continuación hace unas consi-
deraciones sobre el deber de adverten-
cia y trata de rebatir los argumentos
sostenidos por Vizán.

MAHILLO SANTOS, Juan: Organización y
métodos en la Administración local,
páginas 196 a 201.

Este trabajo—que constituye el trece
de la serie publicada sobre el particu-
lar—está dedicado al estudio de la racio-
nalización y normalización de impresos.
Siguiendo a Mantilla Aguirre, define ad-
ministrativamente el impreso diciendo que
«es todo papel utilizado en operaciones
burocráticas, que contengan cabeceras,
membretes, epígrafes, párrafos, recuadros
o encasillados, estampados con espacios
en blanco para rellenar». Considera que
entre otras ventajas el impreso ahorra
trabajo intelectual y manual, indica la
marcha a seguir y da ya hecha buena
parte del trabajo. Hace unas alusiones
al artículo 257 del Reglamento de Or-
ganización, Funcionamiento y Régimen
jurídico de las Corporaciones locales, que
determina que, siempre que sea posible,
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se mecanizarán los trabajos burocráti-
cos mediante la utilización de modela-
ciones impresas. Lleva el tema a la Ad-
ministración local, señalando algunas nor-
mas prácticas para lograr un buen im-
preso y redacción de modelos.

Certamen.
Madrid, febrero 1964. Núm. 266.

MAHILLO SANTOS, Juan, y ACEBES BA-
RROSO, Ignacio: Tasa por prestación
del servicio contra incendios, págs. 67
a 69.

Continuando el mismo sistema que en
trabajos análogos, el artículo da comien-
zo con el estudio de los fundamentos
jurídicos de esta tasa, que se encuentra
en el número 17 del artículo 440 de la
Ley de Régimen local. Hace una refe-
rencia a que el tema puede encauzarse
dentro de la cooperación provincial, de
acuerdo con los términos de los artícu-
los 253 y 255 de la ya mencionada Ley
de Régimen local.

A. D. P.

Documentación Administrativa.

Madrid, enero 1964. Núm. 73.

ROBSON, William A.: Los problemas de
la comunicación en la Administración
moderna, págs. 9 a 21.

Del contenido de este trabajo, en el
que hay abundancia de ideas sobre la
participación del administrado en las ta-
reas administrativas, una introducción
destaca la importancia del sistema o'e co-
municaciones entre Administración y ad-
ministrados, pues las «cosas» objeto de
esta participación son cada día más com-
plejas y técnicas, ya que no es sufi-
ciente la representación en el Poder le-
gislativo, ni del administrado en el Eje-
cutivo. El éxito—dice—de muchas acti-
vidades de la Administración pública de-
pende de que los administrados sepan
qué es lo que la Administración espera
de ellos.

Para el logro de esos objetivos son
precisos servicios de información (in-
vestigación y documentación) y de re-
laciones públicas.

Cada uno de ellos es examinado más
adelante y si en cuanto a la investiga-
ción los Ministros de Defensa y, en ge-
neral, el Ejército, han reconocido siem-
pre su importancia, manifiesta que por
parte de los Ministerios civiles se re-
sisten a reunir datos incluso para la pro-
pia esfera de su competencia. Aboga
por qué es preciso incrementar el in-
terés por las experiencias realizadas en
el extranjero en este aspecto y que tan-
to han contribuido a solucionar proble-
mas sobre urbanización, desarrollo, et-
cétera.

Por lo que afecta a la información,
dice que este servicio tiene como ob-
jetivo principal la publicación o comu-
nicación de datos que han sido reunidos
por el servicio de investigación, distin-
guiendo los servicios de información in-
terna, los nacionales e internacionales,
exponiendo la misión de cada uno de
ellos.

Por último trata de las relaciones pú-
blicas, las cuales deben difundir los pla-
nes que la Administración pública lleva
a cabo, a las personas cuyas vidas e in-
tereses se vean íntimamente afectados por
ellos. Este servicio—indica—utiliza téc-
nicas actualizadas y sirve para gran nú-
mero de objetivos.

ULE, Karl: La Ley de 21 de enero de
1960, reguladora de la Jurisdicción con-
tencioso-adminxstrativa, págs. 22 a 37.

Sobre esta norma, reguladora de la
constitución y funcionamiento de los Tri-
bunales administrativos, se aborda en
este estudio, tras la exposición de unos
antecedentes históricos, la estructura de
la Ley vigente, cuyas cinco partes enu-
mera, para tratar seguidamente del con-
tenido de la misma, distinguiendo entre
los Tribunales creados: los Tribunales
administrativos, los Tribunales adminis-
trativos superiores y el Tribunal admi-
nistrativo federal, cuya competencia dis-
tingue, así como el ámbito y extensión
de la protección jurídica.

Finalmente, se señalan los principios
del procedimiento y un resumen crítico
condensa cuanto afecta a este ordena-
miento, con respecto al cual puede afir-
marse, en opinión del autor, que la nue-
va Ley unificadora sobre jurisdicción
administrativa ha significado un progre-
so sustancial frente al diseminado y dis-
perso Derecho vigente hasta la fecha.



620 REVISTA DE ESTUDIOS DE LA VIDA LOCAL

Y esto resulta tanto más beneficioso
cuanto que la evolución del Estado ha-
cia el Estado de bienestar y de previ-
sión no sólo no ha disminuido la im-
portancia de la jurisdicción contencioso-
administrativa, sino que ha venido a
aumentarla.

Febrero 1964. Núm. 74.

ANSÓN OLIART, Francisco: El viando
en la función pública, págs. 9 a ¿2.

Uno de los problemas más difíciles
que se presentan en la vida práctica es
el relativo al mando o dirección, del
que existe abundante bibliografía en lo
que respecta a la función privada, no
así en cuanto a la función pública, por
lo que es de destacar esta aportación,
que resulta de interés y que ha de con-
tribuir al robustecimiento de sus cua-
dros directivos, y a la realización del
contenido de la Ley de Bases de Fun-
cionarios civiles del Estado y su texto
articulado, de 20 de julio de 1963 y 7
de febrero de 1964, respectivamente.

Una introducción relativa a los con-
ceptos de autoridad y poder, inicia este
trabajo, para abordar, seguidamente, el
estudio del ejercicio del mando, en el
que se requiere la adecuación del líder
con su grupo o a su puesto; la voluntad
de serlo y que se le permita que actúe
como tal líder.

Más adelante, al tratar de los siste-
mas de mando, tras unas consideracio-
nes, examina el «mando autocrático o
dictatorial», el «democrático o compar-
tido» y el «anárquico o del laissez faire»,
justificando estas concepciones con las
experiencias extranjeras sobre la mate-
ria y las consecuencias prácticas de estos
sistemas, tanto con niños como con adul-
tos, indicando que los resultados de las
experiencias con adultos en la vida real
vinieron a confirmar los resultados al-
canzados con los niños.

Contrasta, posteriormente, estas expe-
riencias realizadas en los países anglo-
sajones, con las experiencias españolas
a través de sociogramas de una sección
y dos negociados, representativos de los
tres tipos de mando, resumiendo en con-
clusiones el balance de esta sugestiva
aportación.

WALINE, Marcel: La administración de
la eíiseñanza en Francia, págs. 33 a 39.

Plantéase un problema concreto de la
acción administrativa en materia de en-
señanza, el referente a la «coexistencia
pacífica» entre la enseñanza pública y
la privada, que a partir de 1959 ha sido
objeto de una nueva regulación en el
país vecino.

Recuerda el autor el reparto de la en-
señanza en Francia, según su objeto y
edad, que se dividen en cuatro catego-
rías de establecimientos, 3' la situación
de la misma con anterioridad al año
1959, todo ello para poner de relieve
el alcance de la nueva Ley que ofrece
a los establecimientos privados la elec-
ción entre cuatro soluciones: dos solu-
ciones extremas y dos medias que acla-
ra y especifica.

Resumiendo, indica que la opinión ca-
tólica ha acogido favorablemente la Ley;
la opinión de los partidos de izquierdas
es, por el contrario, de descontento y
organizan—dice—manifestaciones de pro-
testa en el momento del comienzo del
curso escolar; pero, indudablemente—ter-
mina—, el tiempo trabaja por la esta-
bilización de la reforma.

ALBIÑANA (IAUCÍA-QUINTANA, César: La
reforma del Estatuto de Recaudación,
páginas 40 a 46.

En este trabajo, el autor comenta las
recientes modificaciones del Estatuto de
Recaudación, tanto en cuanto al perfec-
cionamiento cíe los sistemas de pago
como a la simplificación de servicios.

Después se refiere a la reforma ante
el devengo de los impuestos que corres-
ponde a períodos más o menos largos,
según la naturaleza y estructura del mis-
mo, para terminar con otros comenta-
rios a las modificaciones recientemente
introducidas.

En las páginas de este mismo núme-
ro se inserta una interesante entrevista
con don Fernando Garrido Falla sobre
la Ley de Bases y texto articulado de
Funcionarios civiles.

Marzo 1964. Núm. 75.

GUAITA, Aurelio: Lo que JIO se ha revi-
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sado de la Ley de Procedimiento admi-
nistrativo, págs. 9 a 20.

Si a tenor de lo que se dispone en la
Ley de Procedimiento, de 17 de julio
de 1958, cada tres años se promoverá
las reformas que convenga introducir en
la mencionada Ley, en opinión del autor,
la reciente revisión era innecesaria, en
cuanto a su finalidad, pues la repetida
Ley no estaba necesitada de ninguna
«puesta al día». Si toda revisión corre
el riesgo de ser una reformatio in pejus,
sería hiperbólico afirmar esto de la que
nos ocupa—dice—, pero sí puede decirse
que es un partum montium.

No obstante, indica que hay preceptos
•que debieron ser revisados, así como
otros cuyo cumplimiento ha sido muy
limitado hasta los momentos actuales,
como los artículos 85-2, 101, J12, etc. Por
último, señala otras cosas que sugiere
la Ley citada, cuya aceptación implica-
ría el incorporar a sus preceptos un aire
de modernidad al actual de la Ley.

Ruiz CUBILES, Manuel: Metodología en
el análisis de las actividades adminis-
trativas, págs. 21 a 30.

En esta interesante aportación se pone
•de manifiesto la necesidad de establecer
una adecuada organización del trabajo
para conseguir una Administración efi-
caz, presupuesto básico del Estado en
toda época y máxime en fases de- des-
arrollo económico.

Más adelante trata de la convenien-
cia de establecer métodos racionales en
«1 actuar administrativo y aborda la im-
portancia del análisis de los procesos
<1e las actividades administrativas para
poder formular y llegar a aplicar las
propuestas de racionalización.

Termina indicando que los criterios
operativos del método ofrecen posibili-
dades de aplicación casi ilimitada y que
el grado del análisis dependerá, de una
parte, de nuestro convencimiento de la
utilidad del método, y, de otra parte,
de la necesidad de considerar y matizar
aspectos importantes hasta un determi-
nado nivel.

BONNAUD, Roger: El reclutamiento de los
altos funcionarios franceses, págs. 31
a 40.

Al resultado de la reforma de 1945

dedica ei autor la primera parte de este
trabajo, para señalar, más tarde, las di-
ficultades encontradas y, a tenor de las
mismas, expone medios para superar las
deficiencias que se presentaron en cuan-
to a los aspirantes a los puestos supe-
riores, al mismo tiempo que manifiesta
las preocupaciones de los responsables
de la formación de los cuadros superio-
res : ampliar el reclutamiento, por una
parte, y por otra, ofrecer a los países
que acaban de conseguir su independen-
cia la experiencia adquirida en este te-
rreno.

Por último, en una conclusión, resume
la temática de su trabajo.

S. S. N.

£1 Consultor
de los Ayuntamientos.

Madrid , 30 enero 1964 N ú m . 3.

GONZÁLEZ - BERENGUER U R R U T I A , J o s é

Luis: Sobre la intervención en la edi-
ficación y uso del suelo, págs. V9 a KK.

«En vigor esa arma fundamental en
la política urbanística que son los pla-
nes, tienen los Ayuntamientos un medio
de controlar si la actuación privada se
ajusta o no a aquéllos: el sometimiento
a licencia previa de una serie de actua-
ciones que la Ley del Suelo enumera con
criterio amplio y una cláusula final de
nwne-rus apertus en su artículo 165».

A continuación afirma González-Be-
renguer que no acaban aquí las potes-
tades de la Administración en orden a
las edificaciones privadas. Independien-
temente del sistema de planes existe un
título de la Ley del Suelo que regula
las «Ordenes de ejecución o suspensión
de obras u otros usos».

Comenta luego el párrafo tercero del
artículo 170 de la citada Ley del Suelo,
así como el 171, que atribuye alterna-
tivamente al Ayuntamiento, a la Comi-
sión Provincial de Urbanismo o a sus
Presidentes, la potestad de suspender los
actos que, según el artículo 165, están
sujetos :i licencia cuando se efectúan sin
tal licencia u orden de ejecución; o bien
cuando, aun contando con licencia, no se
ajustan a su condicionado si este con-
dicionado es legítimo.

A juicio de González-Berenguer, es
éste uno de los artículos que más preocu-
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paciones ha producido por cuanto pare-
cía otorgar a las Comisiones o a sus
Presidentes facultades sin duda desorbi
tadas, aunque por fortuna la jurispru-
dencia ha venido a dejar las cosis en
su sitio, comentando a tal efecto la sen-
tencia de fecha 27 de febrero de 1902
emanada de la Sala cuarta del Tribunal
Supremo de Justicia.

Febrero 1964. Núm. 5.

MESA GONZÁLEZ, José María de: Licen-
cias municipales de instalación, aper-
tura y funcionamiento de actividades
industriales o mercantiles y los planes
o proyectos de ordenación urbana, pá-
ginas 191 a 196.

A juicio del señor Mesa González, a
partir de la promulgación de la Ley del
Suelo y Ordenación urbana de 12 de
mayo de 1956, el principio básico de la
ordenación de las ciudades es el plan.
Dedica luego espacio suficiente al estu-
dio de las licencias municipales de insta-
lación, apertura y funcionamiento de
las actividades industriales o mercanti-
les, considerando que la licencia es un
acto de autoridad eminentemente unilate-
ral que no crea derechos ni permite a
los administrados el ejercicio de otros
que los en ellos preexistentes; afecta a
la capacidad de obrar de sus destinata-
rios y no a la capacidad de derecho.

Acto seguido hace un estudio de las
normas de procedimiento, teniendo en
cuenta los Reglamentos de Servicios y
de 30 de noviembre • de 1961, para lle-
gar a las siguientes conclusiones: a) El
cumplimiento de los planes de ordena-
ción urbana es ineludible. Informa esta
materia el principio de obligatoriedad y
ejecutoriedad inmediata, b) Las licen-
cias de instalación, apertura o funciona-
miento, al igual que las de obras, están
sujetas a los preceptos urbanísticos y,
en suma, a todo plan de ordenación.
c) Dada la repercusión en la actividad
industrial o mercantil de cualquier ciu-
dad, es necesario aminorar los efectos
legales de toda ordenación urbana me-
diante procedimientos legales aplicables
al caso.

A efectos prácticos conviene resaltar
la siguiente consideración:

—Antes de adoptar resolución defini-
tiva en los expedientes que al efecto se
incoen, es requisito imprescindible cono-

cer previamente la fecha de aprobación-
del plan de ordenación urbana que afecte
a la actividad industrial o mercantil que
pretenda ejercerse. Si fuera la petición
anterior a la fecha de aprobación del
plan no serán de aplicación las limita-
ciones contenidas en el artículo 49 con
relación al '48, a tenor del párrafo I.8
del artículo últimamente citado.

—La aplicación del artículo 47, con.
arreglo al criterio jurisprudencial expues-
to anteriormente, que supone condicio-
nar la validez de la licencia a no ser
indemnizable el cese de la industria por
expropiación del inmueble donde está
ubicada y el acatamiento de los demás-
requisitos exigidos por el artículo tan-
tas veces citado no perturba el desarro-
llo del plan de ordenación ni supone
vulnerar la prohibición de aumentar el
valor expropiatorio.

29 febrero 1964. Núm. 6.

IBÁÑEZ MONTES, Justo: Planificar, pá-
ginas 235 a 239.

Considera Ibáñez Montes que, dado>
el índice de complicación que han al-
canzado las actividades públicas, se hace
absolutamente imprescindible una orde-
nación adecuada. Por ello se explica el
incremento de la planificación. Intima-
mente relacionada con esta cuestión se
encuentra la imperiosa necesidad de apro-
vechar al máximo los recursos natura-
les de orden económico susceptibles de
estimación y de productividad en algún
sentido. Estima que el gran incremento
de la planificación está en la precisión
de hacer los procedimientos más fáciles
y seguros, estudiando el tiempo que se
invierte en efectuar los trabajos previos
de la labor planificadora.

10 marzo 1964.

IBÁÑEZ MONTES, Justo: Planificar, pá-
ginas 279 a 282.

Es, naturalmente, continuación del ar-
tículo anterior, dedicándose en el presen-
te a estudiar las ventajas de la planifi-
cación y sus inconvenientes. Estima que
la primera ventaja que reporta la pla-
nificación es un sensible mejoramiento
de los recursos disponibles en el mo-
mento que se considere. También cree
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que otra de las ventajas de la planifi-
cación es que impone un orden lógico
en la utilización general lográndose una
mayor coordinación.

Entre los inconvenientes de la plani-
ficación señala: la manera de ser espa-
ñola, el menosprecio que algunos sienten
por todo lo que represente estudio pre-
vio o labor de preparación y otras cir-
cunstancias análogas.

JLa Administración Práctica.

Barcelona, febrero 1964. Núm. 2.

SERRALLONGA, Luis G.: Urbanismo, so-
lías verdes y espacios libres tn planes
de ordenación, págs. 89 a 91.

La Ley sobre Régimen del Suelo y
Ordenación urbana, de 12 de -nayo de
1956, establece en sus artículos 21 a 42
el procedimiento para la formación y
aprobación de los planes de ordenación
urbanística. Según el artículo 39, las mo-
dificaciones de cualquiera de los elemen-
tos de los planes se sujetarán a las mis-
mas disposiciones que para su forma-
ción. Sin embargo, cuando la modifica-
ción tendiera a incrementar el volu-
men edificable de una zona se lequerirá
para aprovecharla prever mayores espa-
cios libres en vista del aumento de la
densidad de población y el voto favo-
rable de los dos tercios de los miembros
de la Corporación y de la Comisión que
hubieren de intervenir en la aprobación
inicial, provisional y definitiva. A juicio
de Serrallonga, la experiencia ha puesto
de manifiesto que, no obstante las pre-
visiones de la Ley del Suelo, el cons-
tante acoso que los espacios libres su-
fren de los intereses contrapuestos tien-
den a incrementar los volúmenes de
edificación, por lo que no basta que se
cumplan los mismos trámites para la
formación y aprobación de los planes
que para su modificación, ya que este
aspecto urbanístico suele ser más difícil
de conservar. Para hacer frente a esta
situación se ha dictado la Ley 158, de
2 de diciembre de 1963, que en síntesis
desarrolla el señor Serrallonga.

Marzo 1964.

nes ¡ocales sobre las cuotas del Tesoro
de la licencia fiscal del impuesto in-
dustrial, págs. 117 a 120.

El trabajo de Pujol Germá alude al
Decreto 363, de 13 de febrero último,
que ha elevado a definitivos los porcen-
tajes que sobre las cuotas del Tesoro
de la licencia fiscal del impuesto indus-
trial vino provisionalmente a establecer
el Decreto 2.000, de 13 de octubre de
1961. Es interesante hacer constar que
antes de analizar el contenido del nue-
vo Decreto se lleva a cabo una breve
referencia a los antecedentes del mismo.
Califica como inexplicable que el Decre-
to 363 haya dispuesto que en lo suce-
sivo el recargo del 10 por 100 autori-
zado por el artículo 588 de la Ley de
Régimen local y los demás previstos por
las leyes, queden fijados en el 2,90 por
100, lo que, a su juicio, viene a dismi-
nuir considerablemente las finalidades del
recargo, especialmente las destinadas al
pago de intereses de amortización de los
empréstitos futuros.

Policía Municipal.

Madrid, febrero 1964. Núm. 182.

Núm. 3.

PUJOL GKRMÁ, F.: Hacienda local. Re-
cargos a beneficio de las Corporacio-

GALLEGO Y BURÍN, Alberto: Jefatura ad-
ministrativa del Secretario de Admi-
nistración Local.

Es el Secretario el primer funciona-
rio de las Corporaciones locales en or-
den a su categoría y en razón de sus
funciones genéricas. Gallego y Burín es-
tudia resumidamente las funciones del
Secretario como miembro de la Corpo-
ración municipal, como Jefe de las de-
pendencias municipales y como Jefe de
los servicios administrativos, terminan-
do con la afirmación del señor Jordana
de Pozas en su obra Contestaciones al
cuestionario de oposiciones de Secreta-
rios de Ayuntamiento de primera cate-
goría de que puede resumirse el carác-
ter de dicha Jefatura diciendo que es
el Jefe administrativo de todas las de-
pendencias, de las que el Jefe más in-
mediato tiene siempre la Jefatura técni-
ca, que, en una correcta mecánica, libre
de ambiciones o pruritos de cualquier
índole, se ensamblan perfectamente, sin
que con tal fórmula pueda faltar nunca,
en tales supuestos, una voluntad coordi-
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nadora de los aspectos comunes que ten-
gan todos los servicios (régimen de ofi-
cina, vigilancia de todo el personal, per-
misos, etc.) que ni el Presidente, elemen-
to político, puede asumir (ocupado en
la tarea de dirección política de toda la
labor administrativa de la Corporación)
ni sería prudente dejar al arbitrio de
cada Jefe técnico, porque se aplicarían
multitud de criterios.

Todas las funciones indicadas corres-
ponden igualmente a los Secretarios de
las dependencias provinciales en rela-
ción con el personal y dependencias de
las mismas.

A. D. P.

Revista del Instituto
de Ciencias Sociales.

Barcelona, año 1963. Núm. 2.

BALLBÉ PRUNÉS, Manuel: El dominio pú-
blico en los ordenamientos jurídicos ro-
mano y medieval, págs. 11 a 34.

Constituye este trabajo parte de la In-
troducción de otro más amplio sobre Do-
minio público, del malogrado profesor
doctor Ballbé, y en la aportación que
se da a conocer se inicia con el examen
del dominio público en el Derecho ro-
mano, el cual, si no llegó a constituir
una teoría del mismo, señaló muchos
aspectos equivalentes a los principios que
hoy figuran en las legislaciones más mo-
dernas.

Cita el autor los libros en donde se
contiene el Derecho clásico y, más ade-
lante, en cuanto a las clasificaciones del
dominio público, puntualiza el significa-
do de la división res w nostro patri-
monio y extra nostrum patrimonium, se-
ñalando que por lo que respecta al con-
tenido y alcance de la división prece-
dente, está referida al campo jurídico
privado.

Entre las varias categorías de cosas
—agrega—a que se contraen las clasi-
ficaciones expuestas, la que presta inte-
rés a la ordenación jurídica romana por
su similitud con la de las legislaciones
modernas que establecen la distinción de
cosas de dominio público y de dominio
privado, es la de la res publícete.

Concepto, este último, que no fue ob-
jeto de profunda tratación en la Re-
pública y primer período del Imperio.

El concepto de res publicqe era, en este
período, una noción determinada subje-
tivamente. En lo que se refiere a las
cosas públicas—dice—, el Estado es con-
siderado hoy como una persona jurídica,
un ente parangonable a otra persona
cualquiera. En cambio, en el período del
Derecho romano a que se hace alusión,
ese concepto del Estado como persona
jurídica es aún tan vago e impreciso
que ni cuenta con una palabra idónea
para la expresión de su idea. En el De-
recho antiguo, sujeto de las relaciones
jurídicas se consideró siempre, con visi-
ble realidad, al pueblo romano y, cuan-
do se quería designar a este sujeto de
modo más concreto, se habla del senatus
populusque romanus; o sea, que tanto en
la palabra como en el concepto, el Es-
tado era representado del modo más real
posible: el Estado es el pueblo.

Indica más adelante que en la evo-
lución del Derecho romano el concepto
de res publicae se va depurando, seña-
lando hechos de esta génesis.

El destino al uso público determina
y caracteriza la institución jurídica de
la res publicae y en los textos destaca
constantemente esta nota, adjetivándose
el nombre, en muchos pasajes, con las
expresiones in publico uso habitae, pu-
blicis usibus destinatae, o publicae tusi-
bus populi perpetuo expositae. Por lo de-
más—manifiesta—, hay que poner de re-
lieve, por el indudable interés que ello
posee, que este uso público de las co-
sas, necesario para que las atribuidas al
populus romaiii adquieran la categoría
de res publicae, no se da sólo, según se
desprende de los textos, por su ejerci-
cio directo, también, en un uso indirecto,
mediato, a través de lo que, con arreglo
a la terminología de nuestro tiempo, se
denomina un servicio público.

Las varias categorías de bienes que se
comprenden en la institución jurídica de
la res publicae alcanzan esta cualidad
unas veces sin necesidad de intervención
alguna de la autoridad, por considerar
inherente a su naturaleza la destinación
al uso público, y en otras ocasiones me-
diante un acto especial de afectación,
que recibe el nombre de publicatio, me-
diante el cual se atribuye a la genera-
lidad el derecho al uso de las cosas.

Puesto de manifiesto la existencia en
el Derecho romano de una categoría de
cosas, las res publicae, sometidas en mu-
chos aspectos a una específica y propia
ordenación, distinta e incluso dispar que
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las de las res singulorum, así como los
rasgos de la misma, el autor estudia a
continuación el sentido de ese régimen,
dilucidando y puntualizando vanos ex-
tremos, en especial cuando se trata de
una regulación de Derecho privado, o
bien, por el contrario, de Derecho pú-
blico.

A aclarar los extremos señalados de-
dica el autor varias páginas, para abor-
dar seguidamente el estudio del domi-
nio público en el Derecho medieval, en
el que se deja sentir la influencia del
Derecho romano, diciendo a este respec-
to que «es posible afirmar que el Dere-
cho visigótico no es un Derecho ger-
mánico puro, sino un Derecho en el que
los elementos orientales, romano, clási-
cos y vulgares, canónicos y germánicos,
se compenetran y confunden en una uni-
dad», Derecho éste que conoce también
la categoría de las cosas comunales.

Trata también este trabajo del retro-
ceso que en el régimen jurídico produjo
la caída del reino visigodo, al mismo
tiempo que da cuenta de la recepción
de los conceptos de los bienes de domi-
nio público y su regulación en textos
legales de los territorios hispánicos, ta-
les como en los Usatges, el Libro de
los Fueros de Castilla, Fuero Viejo, et-
cétera.

En otros cuerpos legales se halla tam-
bién, bastante perfilada, la noción de
cosas públicas: El libre de les Costums
generáis scrites de la insigne Ciutat de
Tortosa, El Código de Valencia, etcé-
tera, demostrativo, todo ello, de que la
idea del dominio público está claramen-
te reconocida en los textos locales ro-
manizados de la Baja Edad Media.

ENTRENA CUESTA, Rafael: Prensa y Ad-
ministración, págs. 167 a 176.

En primer lugar delimita el tema, pre-
cisando el concepto de Administración
a los efectos de su trabajo, excluyendo
de su contenido las relaciones entre el
Poder legislativo y la Prensa y las rela-
ciones entre Prensa y Poder judicial,
aunque a este último aspecto alude inci-
dentalmente.

Centra el tema sólo en las manifesta-
ciones que se efectúan precisamente a
través de la Prensa escrita periódica.

Más adelante justifica la necesidad de
la intervención del Estado en el aludi-
do medio de difusión y planea el des-

arrollo de este trabajo examinando los
órganos administrativos competentes en
la materia y las diversas formas de in-
tervención de la Administración en sus
aspectos de policía, fomento y servicio
público.

S. S. N.

Revista Moderna de
Administración Local.

Barcelona, enero 1964. Núm. 633.

Los Ayuntamientos y el impuesto del
Timbre, págs. 2 a 8.

Se publica y comenta una sentencia
dictada por el Tribunal Contencioso-ad-
ministrativo de Murcia en 13 de diciem-
bre de 1962 en la que se declara que
los Ayuntamientos se encuentran exen-
tos del pago del impuesto del Timbre
en las actas de las sesiones de su Cor-
poración y de que los documentos de
uso interno no deben reintegrarse cuan-
do el recibo que se adjunte vaya reinte-
grado y pagado, por tanto, el impuesto
correspondiente.

Vizcaya.

Primer semestre de 1963. Núm. 20.

Llega a la mesa de nuestra Redacción
el número 20 de la revista Vizcaya, que
publica interesantes trabajos, de entre
los que destaca el titulado «Lequeito,
enclave de turismo internacional», redac-
tado por Antonio Martínez Díaz, y un
interesante resumen de la labor realiza-
da por la Diputación en materia de
cooperación provincial.

La revista está magníficamente editada
e inserta preciosas fotografías.

A. D P.

b) EXTRANJERO:

Revista Internacional de
Ciencias Administrativas.

Bruselas, año 1963. Vol. XXIX, núm. 4.

BONNAUD-DELAMARE, R.: Structures re-
gionales dosis l'Europe de demain (Es-

10
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tructuras regionales en la Europa fu-
tura), págs. 326-347.

La región forma un cuadro territo-
rial empleado por los Estados como me-
dio de administración y un enlace po-
lítico entre el poder central y las En-
tidades locales. Cuando existe, se inter-
cala inmediatamente entre la Adminis-
tración central y las Provincias o De-
partamentos. En muchos países se pre-
sentan problemas en este dominio, que
se examinan aquí en el cuadro europeo,
tratando al mismo tiempo de los medios
que se dan a las regiones para asegurar
el desarrollo que están llamadas a tomar
en la Europa futura.

El autor examina en su trabajo, en
primer lugar, los problemas que presen-
tan las estructuras regionales; define la
región como un cuadro administrativo
en el que el poder central ejerce su auto-
ridad, o bien una institución con vida
propia. Distingue:

a) Las regiones administrativas, cir-
cunscripciones territoriales que tienen,
en principio, un conjunto de servicios pú-
blicos regionales (universidad, tribunales
regionales, etc.).

b) Las regiones económicas, que son
cuadros de una nueva estructura econó-
mica regional cuyos límites coinciden o
no con los de las regiones administra-
tivas.

Posteriormente el autor describe la re-
gión y la Administración regional.

En segundo lugar examina el articu-
lista los medios y al hablar de ellos se
refiere a la investigación, la planifica-
ción, las inversiones y las instituciones
internacionales; en este último epígrafe
alude al Mercado Común, a la CECA
y a la OCDE.

Concluye su trabajo el autor diciendo
que el papel de la economía, en todos
ios países europeos, es cada día más im-
portante. Armonizando las circunscrip-
ciones regionales, ayudando a su des-
arrollo, se contribuirá a crear una Euro-
pa homogénea y fuerte, cuyo progreso
económico y equilibrio constituirán la
garantía para un brillante porvenir.

Al interesarse por el desarrollo de una
región se contribuye directamente a me-
jorar las condiciones de vida del Esta-
do. Por esto, la economía regional se
ha hecho uno de los elementos funda-
mentales de la política de los Gobiernos.

PORTNER, S.: Racionalización de la Ad-
ministración en la Organización Pan-
americana de la Salud, págs. 357-371.

Primeramente el autor hace un estu-
dio histórico de esta Organización, que
por no hacer demasiado extensa esta re-
seña no nos detenemos para informar a
nuestros lectores.

En un segundo epígrafe examina el
articulista la organización estructural de
esta Institución, que es esencialmente la
establecida en 1950 y que empezó a fun-
cionar en 1952.

Estudia los órganos que componen esta
Institución y las funciones de cada uno
de ellos.

Alude a continuación a las reformas
administrativas que se han operado en
este terreno y a la descentralización de
responsabilidad técnica y desarrollo del
programa de la Organización Panameri-
cana de la Salud en los años de su fun-
cionamiento.

En el período de su vigencia esta Or-
ganización ha tratado de modernizar su
estructura, refinar sus procedimientos y
mejorar las técnicas en la administra-
ción de esta Organización.

A juicio del autor, la Organización
Panamericana de la Salud continuará su
esfuerzo por encontrar la manera mejor
y más económica de prestar servicios de
salud a los pueblos de América.

CLIFFORD-VAUGHAN, F.: L'enseignement
de VAdministraron publique en Ethio-
pie. (La enseñanza de la Administra-
ción pública en Etiopía), págs. 381-385.

En la estructura administrativa de
Etiopía se han aliado las ideas admi-
nistrativas modernas a las prácticas an-
tiguas. Aunque superpuesta a un Estado
medieval, no deja de carecer de funcio-
narios formados y competentes para apli-
car los programas de desarrollo económi-
co y social proyectados por el Empera-
dor y sus Consejeros.

El legado de las deficiencias de la Ad-
ministración colonial italiana, y particu-
larmente la segregación que existía en
las escalas media y superior de la ense-
ñanza durante el régimen fascista, ex-
plican también la falta de candidatos ca-
lificados para los puestos inferiores de
la jerarquía administrativa.

Después de la liberación, el Empera-
dor promulgó una serie de Decretos y
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Ordenes para instaurar un sistema ad-
ministrativo moderno.

Con arreglo al programa de asistencia
técnica de las Naciones Unidas en ma-
teria de Administración pública, se fir-
mó un acuerdo el 17 de junio de 1956,
por el que se creaba el Instituto Etíope
de Administración Pública.

Las actividades de este Instituto de-
penden de tres esferas distintas: consul-
tación, investigación y formación.

Para la formación de los funcionarios
Iz labor del Instituto comprende la or-
ganización de cursos en los niveles pre-
paratorios medio y superior.

El articulista opina que es demasiado
pronto para juzgar los resultados de es-
tas enseñanzas, pero hasta ahora los re-
sultados han sido halagüeños.

GAYLORD, A.: Transition of Public Ad-
ministration in the United States.
(Transición en la Administración pú-
blica de los Estados Unidos), pági-
nas 323-326.

El autor estudia las modificaciones que
se han producido en la Administración
pública de los Estados Unidos con re-
lación a un pasado no lejano.

Uno de estos dominios es la transfor-
mación de la teoría de la organización
y de la gestión al tener en cuenta los
factores humanos. Antes se sentaba como
principio el que «lo que es bueno para
la organización lo es también para el
personal», mientras que ahora se dice
lo contrario, «lo que es bueno para el
personal es bueno para la organización».

Por otra parte, se ha vuelto a hablar
de la separación entre la política y lo
administrativo. Se duda cada vez más de
la existencia de una Administración que
sea únicamente un instrumento técnico
y apolítico de ejecución de las leyes.

Otro cambio en la forma de ver ha
aparecido en el dominio de la formación.
Antes se tendía a formar especialistas y
técnicos de la Administración, actual-
mente se va a la preparación de «gene-
ralistas». Al perfeccionarse durante el
desempeño del cargo es cuando se ha
de procurar adquirir la especialización,
sin que la formación deje de ser general.

El profesionalismo de la función pú-
blica se ha acentuado desde hace medio
siglo, y esto merece singular atención.

Por otra parte, también se ha trans-
formado la estructura del Ejecutivo.

Se ha descentralizado la Administra-
ción del personal.

El problema de la investigación y des-
arrollo de la Administración se ha en-
torpecido; cuando este campo se desarro-
lle por métodos modernos la Adminis-
tración en Estados Unidos será más de-
mocrática-

En fin, algunos problemas básicos si-
guen suscitando dificultades y entre ellos
el autor apunta los siguientes:

1.° ¿Puede desarrollarse la ciencia de
la Administración pública o seguirá sien-
do arte?

2° ¿Es posible promover una deon-
tología de la función pública que sea
práctica ?

3.° ¿Cuáles son los mejores métodos
de colaboración eficiente con los legis-
ladores, los partidos políticos, los grupos
de presión, etc.?

4° ¿En qué nivel de la jerarquía los
nombramientos de los funcionarios son
políticos ?

5.9 ¿ Pueden los funcionarios, como
personas privadas, tener actividades en
el plan político sin hacerse partidistas en
la acción administrativa?

Estas y otras muchas cuestiones se
plantea el autor al examinar esta tran-
sición en la Administración pública de
los Estados Unidos.

Aggiornamenti Sociali.

Milán, marzo 1964. Año XV, núm. 3.

ALESSANDRI, G.: Pianificazione territo-
rial e e piani Íntercomunali: Aspetto-
urbanístico. (Planificación territorial y
planos intermunicipales: aspecto urba-
nístico), págs. 191-201.

Según el autor, la planificación terri-
torial busca el equilibrio en la relación
entre el hombre y el espacio en el que
el hombre vive. La planificación implica,
por consiguiente: a) Interpretación de
las transformaciones de la realidad hu-
mana en sus múltiples aspectos, y coor-
dinación de los aspectos que la misma
presenta, b) Un pían que encauce esta
vida humana, c) Una política urbanística
que dirija el desarrollo y transformación
territorial.

A continuación el autor pasa a hablar
del incremento de las ciudades y de su
desarrollo en las partes céntricas de las.
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mismas, así como de los problemas que
presenta el aparcamiento en las zonas
verdes y de las perspectivas que puede
tener una ciudad en cuanto a su desarro-
llo. El urbanismo debe tratar de armo-
nizar y hacer la convivencia humana más
agradable.

BASSKTTI, P.: Implicasioni fra pianifica-
zione económica e pianificazione urba-
nística. (Relaciones entre la planifica-
ción económica y la planificación ur-
banística), págs. 201-205.

Para el autor el urbanismo representa,
desde el punto de vista en que lo estu-
dia, la demostración de que el mito li-
beral de autorregulación y libre equili-
brio entre los medios de urbanización se
halla en declive.

Expone los diferentes aspectos que
puede presentar el urbanismo en el as-
pecto económico y las consecuencias a
que llevaría una falta de planificación
económica al querer urbanizar. Si difícil
es realizar una urbanización sin planes
es tanto más difícil querer urbanizar sin
un estudio económico previo de los as-
pectos diversos que presenta la ciudad
o región que se pretcnte someter a un
piar determinado.

F. L. B.

County Coimcils Gazette.

Londres, febrero 1964.

NEVIL JOHNSON: The Ministry of Hou-
sing and Local Govermnent. (El Mi-
nisterio para la Vivienda y el Gobier-
no local), pág. 41.

Se trata de una clara y concisa des-
cripción del Ministerio que se cuenta en-
tre los más pequeños, dentro del Gobier-
no de Su Majestad británica. En unas
seis oficinas, la mayor parte en la zona
oficial de Whitehall, en Londres, distri-
buye sus efectivos de cerca de 3.000 fun-
cionarios, aparte de los 200 empleados
quo tiene en Cardiff y menos aún en
Manchester y Newcastle.

Modesto en tamaño, pues, contrasta
fuertemente con las graves responsabili-
dades que le competen en la dirección
de la política del ramo, maneja «intensos
intereses políticos» al dictado de un Mi-
11:5 tro ccon poderes quasi-judiciales».

Entre otras líneas de su competencia
ciin el artículo las siguientes: tamaño y
ubicación de las viviendas, control y guía
de las autoridades locales en cuanto a
la vivienda se refiere, plena responsabi-
lidad en todo el aparato de control del
planeamiento y de los poderes de planea-
miento de las autoridades locales, vigi-
lancia del crecimiento de docenas de nue-
vas ciudades, administración de la Ley
contra la polución del aire, política de
abastecimiento de aguas, ejercicio de múl-
tiples facultades que entrañan la vida o
la muerte de programas de inversión de
capitales por parte de las autoridades lo-
cales en una amplia gama de servicios:
desde las piscinas públicas hasta los cre-
matorios, etc.

E! artículo comenta la legislación que
da vida al Departamento, insistiendo es-
pecialmente en la Ley de enero de 1951,
en que fueron unidos el Ministerio de
Planeamiento Urbano y Rural con el de
la Salud Pública. Se extiende en consi-
deraciones sobre las posibilidades que en
torno al Ministerio tienen los Arquitec-
tos, por la índole esencialmente técnica
do su misión, y comenta la obra y la
eficacia de esta rama del Gobierno.

Merece la pena leer este artículo, que
brinda, de manera sucinta y esquemática,
como queda dicho, una firme orientación,
tanto más necesaria cuanto que se trata
de una institución británica, en la que
no faltan las características de la Isla:
simplicidad, paradoja y firmeza estruc-
tura1 a un tiempo.

Marzo 1954.

Post-entry Training in Sweden. (El per-
feccionamiento profesional en Suecia),
página 67.

Ei artículo es reproducción del publi-
cado por la Unión Internacional de Ciu-
dades y Poderes Locales en el libro Local
Government Thronghout the World.

Comienza citando el gran impulso dado
en Europa y en los Estados Unidos, a
partir del fin de la última contienda, a
la organización de cursos de instrucción
3' de perfeccionamiento para los funcio-
narios públicos, con el fin de aumentar
su capacidad de trabajo y la eficacia de
su labor. Suecia (y también Finlandia)
tiene establecido un programa de instruc-
ción funcional que es desarrollado en
una Escuela residencial municipal regida
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sn común por las Asociaciones de Auto-
ridades locales.

Cita el artículo los esfuerzos de esta
Kommunskola para la formación de Con-
sejeros municipales, llevados a cabo a
partir de 1950 y debidos a la necesidad
de contar con administradores más efi-
cientes, por una parte, y a las exigen-
cias de la reorganización municipal rural
llevada a cabo por el Gobierno sueco, por
otra. Tanto la Asociación de Ciudades
como la Asociación de Municipios rura-
les han contribuido con eficacia a la ins-
tauración de la Escuela y a su funcio-
namiento. 122 cursos han sido dados en
«1 pasado año, adiestrando a unos 4.000
funcionarios. Un número mayor de cur-
sos han sido explicados fuera de la Es-
cuela, pero programados y controlados
por ésta. Del interés que se tiene en la
permanencia de esta Escuela dan buena
idea los deseos de los Municipios de ha-
cer pasar por ella a todo su personal y
el dato económico siguiente: durante el
curso, los alumnos perciben íntegramen-
te sus emolumentos normales y además
sus respectivos Municipios les proveen
para el viaje y gastos incidentales. El
costo de un cursillo de ocho días supone
unos 65 dólares por persona, todo incluí-
do. La Escuela funciona en Sitguna, a
unos 60 kilómetros al norte de Esto-
colmo.

Journal of the Town
Planning Institute.

Londres, abril 1964.

MICHAKL DOWER : Industrial Britain:
The function of open country. (Gran
Bretaña industrial: función del cam-
po libre), pág. 132.

Un canto a la campiña de Gran Bre-
taña.

La congestión urbana, creciente y ago-
biadora, contrasta con la soledad del
campo, que no recibe, quizá, toda la aten-
ción que merece como fuente de rique-
za ; de esa riqueza que nutre con su sa-
via la vida del hombre urbano. Cabe
concebir el campo libre o campo abierto,
como todo aquel que no estando ocupado
por áreas metropolitanas, ni siquiera por
las zonas marginales, ni aun por aque-
llos de reserva para el crecimiento futuro
de la urbe, brinda posibilidades de uti-

lización desde múltiples aspectos: fuente
de recursos naturales por una parte, lu-
gar para el solaz del espíritu por otra,
y todo ello es susceptible de una ordena-
ción que posibilite un aprovechamiento
integral sin detrimento de los usos par-
ticulares.

En este sentido el articulo estudia el
uso y la función del campo libre en apar-
tados que recogen sus varias posibilida-
des : agricultura, selvicultura, agua y mi-
nerales, recreación, paisaje, empleo y re-
sidencia, limitación de la metrópoli y re-
serva de la ciudad. Vale la pena aden-
trarse en cada uno de los apartados, que
en breves pinceladas están ?alpicados de
sugerencias que el lector anhelará ver
desarrolladas. No se escatiman referen-
cias a la legislación que ordena cada
materia, ni tampoco comentarios de tono
literario.

Concluye el autor que en el conjunto
nacional, y más concretamente por lo que
a la industria británica se refiere, la
función del campo en las islas consiste
en producir agua y minerales, la mitad
de los recursos en alimentación humana
y un tercio de las necesidades madere-
ras, amén de ser un área de expansión
para los ocios de la gente, «delicia para
los visitantes del mundo», fuente de em-
pleo para los brazos campesinos y so-
porte de una población rural. «Está claro
que estas funciones no son menos vitales
que las que conforman nuestras zonas
urbanas».

Public Management.

Chicago, febrero 1964.

EDWARD F. R. HEARLE: Information
Systems for City Management. (Sis-
temas de información para la Geren-
cia de la Ciudad), pág. 34.

Tesis del artículo, declarada por el
autor en las primeras líneas: la infor-
mación viene siendo cada vez más im-
portante en el cometido de los Alcaldes
gerentes y éstos, por tanto, deben pres-
tar una atención sistemática a sus acti-
vidades para procurarse y utilizar la in-
formación.

Estudia el autor la importancia de la
información, que potencia la acción, aun-
que, a la vez, la complica. El desenvol-
vimiento de la publicidad, de la propa-
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ganda, de los actos políticos, de los gru-
pos, asociaciones, partidos, etc., brinda
magníficas posibilidades para que la au-
toridad «esté» en todas partes y pueda
proveer a las diversas situaciones que
caen dentro de su competencia.

Analiza a continuación las clases de
información municipal, formando dos
grandes grupos: la formal y la informal.
Esta es el comentario de la esposa en
el comedor, la queja del vecino, las char-
las con los colegas, las observaciones re-
cogidas en la calle. Esta información es
vital, pero escapa a una sistematización
rigurosa. Tiene gran valor dentro de su
variedad. La otra, la formal, es más téc-
nica, está más dirigida, es menos espon-
tánea, pero obedece mejor a un sistema.

A continuación estudia el uso que debe
darse a la información recibida, el valor
de los datos, la validez de las deduccio-
nes y de las inducciones, las presuncio-
nes, etc., para concluir con la declara-
ción de que es la información un medio
precioso que orienta la política del ge-
rente y que aun con un valor mera-
mente indicativo es muchas veces ele-
mento decisivo en la acción del Jefe.

Federal Air Pollution Act Provides
Grants for Cities. (La Ley federal de
polución del aire facilita los préstamos
a las ciudades), pág. 38.

El Congreso de los Estados Unidos ha
aprobado, y el Presidente ha firmado, la
Clean Air Act, que capacita ampliamente
al Gobierno federal para estimular la
investigación, la concesión de préstamos
y la imposición obligatoria de control
para procurar la pureza del aire. Al Se-
cretario para la Salud, Educación y Be-
neficencia compete la iniciación de estas
tareas y su orientación posterior. 25 mi-
llones de dólares están previstos para es-
tas atenciones en el año fiscal de 1965,
para llegar a 35 millones en 1967.

La Ley capacita a bs autoridades para
imponer medidas obligatorias contra la
polución del aire, al estilo de la Water
Pollution Control Act y para iniciar, y
seguir expedientes de polución del aire
de una ciudad distinta de aquélla en que
dicha polución tuvo origen, para some-
ter a información pública las medidas a
adoptar e incluso llevar el caso a los
Tribunales. Se prestará especial atención
a los gases procedentes de los motores
de explosión y la investigación habrá de

orientarse en gran parte por este camino.
El Secretario para la Salud informará

periódicamente al Gobierno del Estado
de dichas investigaciones y de las medi-
das adoptadas para controlar la pureza
del aire.

Marzo 1964.

ALFRED WILLOUGHBY : The New Modei
City Charter. (El nuevo modelo de car-
ta municipal), pág. 50.

Acaba de aparecer la sexta edición
—largo tiempo esperada—de esta carta-
tipo de una ciudad. Resulta indispensable
para los gestores de la ciudad y para
los ciudadanos mismos que hayan de or-
ganizar su ciudad. Tan importante como
la puesta al día de esta carta es el he-
cho de que a distancia de sesenta y cinco
años desde el patrón primitivo, este mo-
delo actual sirve para readaptar y replan-
tear cualquier ciudad que haya sido or-
ganizada con arreglo a las cartas-tipo
anteriores.

La edición anterior, de 1941, empezó
a revelar la necesidad de una reforma,
al fin de la guerra mundial. Comenza-
ron consultas, coloquios y reuniones des-
de 1951; en abril de 1961, el entonces
Presidente de la Liga Nacional Munici-
pal, William Collins, nombró un Comité
consultivo y el fruto de sus tareas acaba
de ver la luz pública.

El objetivo de la carta, en palabras del
redactor del preámbulo de esta sexta edi-
ción, Luther H. Gulick, es presentar, en
forma de documento legal, un proyecto
general de gobierno municipal democrá-
tico—responsable ante el electorado y la
comunidad—y al mismo tiempo capaz de
regir con eficacia a la ciudad, interpre-
tando la voluntad de los electores y tra-
duciéndola en acción administrativa efi-
caz lo más rápida y económicamente po-
sible.

Esta sexta edición brinda una concep-
ción de gobierno municipal libre. Los
Ayuntamientos deben tener amplia dis-
creción para diseñar la forma y estruc-
tura de su propio gobierno local, bien
directamente, bien a través de una carta
home rule.

El esquema general es omnicompren-
sivo y caben todos los estilos y tenden-
cias dentro de un respeto general a las
formas democráticas de la libertad y la
autodeterminación.
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Abril 1954.

FORHEST E. COXNER y ORÍN F. XOL-
TING : Horizoiis in Municipal-ichool
Administrati-on. (Horizontes de la ad-
ministración de escuelas municipales),
página 74.

La obra del Alcalde gerente y de los
"rectores de las escuelas tienen, desde hace
mucho tiempo, puntos de contacto nume-
rosos. La índole de determinados pro-
blemas urbanos así lo proclama: delin-
cuencia juvenil, vagancia, crimen, vivien-
da, nivel cultural, pobreza de aspiracio-
nes de la juventud, salud pública, con-
ciencia social, espíritu de civismo, para
no citar otros.

Es posible y es necesario desarrollar
las más íntimas relaciones entre los sis-
temas escolares y la Administración mu-
nicipal. Los gobiernos locales, cualquie-
ra que sea su radicación territorial, no
pueden trabajar aislados. La autonomía
local no queda destruida por la aplicación
de esfuerzos de cooperación con otras
entidades y organismos.

A estos resultados llega el seminario
que ha tenido lugar en la Universidad
de Siracusa (Estados Unidos), organi-
zado por managers, directores de escue-
las y profesores en estas materias. Ha
quedado sentado el principio de la ne-
cesidad de la cooperación; pero no es
esto lo que deben esforzarse en com-
prender autoridades y escuelas; la fase
debiera estar ya superada y debe entrarse
de lleno en la puesta en práctica de este
principio. La tarea urgente de todos es
la determinación de los «modos y me-
dios» de aplicarse a tal cooperación. La
obra del seminario ha sido meritoria. Es
necesario, ahora, continuar el camino sin
que el diálogo decaiga.

Rural District Review.

Londres, abril 1964.

A Neiv Method of Collecting Rates.
(Nuevo método de recaudar impues-
tos), pág. 103.

El Consejo del Distrito Rural de Ha-
warden (nueve parroquias con 37.120 ha-
bitantes, 13.000 de los cuales son contri-
buyentes), ha puesto en práctica un nue-
vo sistema de cobrar impuestos, que le
exime de la instalación y mantenimiento
de una oficina recaudatoria permanente.

Se trata de un vehículo adaptado a la
función cobratoria, que visita a los ad-
ministrados contribuyentes en una juris-
dicción de 55 millas cuadradas de super-
ficie y que les evita desplazamientos a
bancos e instituciones monetarias. He
aquí otra ventaja del sistema: general-
mente el Consejo no tiene que complicar
su contabilidad con remesas procedentes
de las diversas oficinas bancarias. Con
este sistema, Hawarden ha evitado el
pago de alquileres por la utilización de
diez locales distribuidos por la ciudad
para practicar los cobros.

Mayo 1964.

The Cost of Vandalism. (Daños económi-
cos de los actos vandálicos), pág. 130.

Un cuestionario sometido a \¿s auto-
ridades locales rurales para calibrar los
daños causados por el mal trato a los
bienes públicos y poder determinar, por
otra parte, las medidas a aplicar, revela
que los actos de vandalismo son más
abundantes de lo que generalmente se
cree y que la reposición de los bienes
dañados es una partida de relativa im-
portancia en los presupuestos locales.

El artículo analiza el cuestionario, in-
terpreta sus respuestas, deduce conclusio-
nes, no deja de citar la anécdota pinto-
resca o instructiva y, finalmente, señala
los tipos de propiedad con mayor frecuen-
cia perjudicada, para concluir citando las
medidas preventivas y las correctivas,
educativas, aclara, que conviene adoptar.
Uno de los elementos de lucha de rvayor
eficacia que propugna el editorial, está
constituido por la persecución de íes cul-
pables y subsiguiente publicidad de la in-
fracción y de la sanción correspondientes.

Secretarles Chronlcle.

Londres, febrero 1964.

RAYMOND S. B. KNOWI.ES : Local Go-
vernment and Public Administration:
Co-option. (Gobierno local y Adminis-
tración pública: la designación direc-
ta), pág. 86.

Los Poderes locales tienen facultad—y
esto no sucede sólo en Gran Bretaña-
para ampliar la composición de sus ór-
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ganos de gobierno mediante la designa-
ción directa de miembros que no proce-
den, por tanto, de la elección popular.

Especialmente los Consejos de Coum-
ties y de County Boroughs pueden nu-
trir asi su composición con personas de
«cualificada competencia» que pueden
rendir eficaces servicios por sus especia-
les conocimientos. El procedimiento para
su designación está posibilitado y regu-
lado por la Local Government Act de
1933, que permite que los designados de
esta forma puedan quedar adscritos a
los diversos Comités de los Councüs, ex-
cepción hecha de los de Hacienda. Hay
designaciones «obligatorias» y «faculta-
tivas». Estas pueden ser realizadas por
los Consejos en aplicación de la Ley
de 1933. Aquéllas deben ser hechas inex-
cusablemente por mandato de la Ley (la
Education Act de 1944 impone a los
Consejos la obligación de integrar en los
Comités de educación a personas de ex-
periencia y de reconocida capacidad en
la materia). Por último, hay designacio-
nes «implicadas», esto es, que por razón
de su capacidad técnica son al mismo
tiempo miembros del Consejo de elección
popular y designados para el desempeño
de su misión técnica. Este es el caso con-
templado por la Town and Country Plan-
ning Act de 1962, al prescribir que «la
mayoría de los miembros del Comité de
planeamiento de organismo de pianea-
miento local deben ser miembros natos
de dicho organismo».

El artículo comenta los derechos y obli-
gaciones de estos gestores de la cosa pú-
blica y comenta los propósitos de la de-
signación directa.

Abril 1964.

RAYMOND S. B. KNOWLES : The end of
the non-feasance rule. (El ocaso del
principio de irresponsabilidad), pági-
na 184.

El artículo comienza distinguiendo en-
tre powers y duties (poderes y deberes)
de las autoridades locales, aludiendo tam-
bién a dichas atribuciones de ia autori-
dad con las expresiones respectivas de
discretionary powers y obligatory powers
(poderes de ejercicio discrecional u obli-
gatorio). La infracción que pueden come-
ter las autoridades en el ejercicio de sus
atribuciones puede ser por omisión lo
mismo que por comisión y en ambos ca-

sos nace una responsabilidad que es ne-
cesario confirmar en bien de la gestión
pública y como garantía de los adminis-
trados.

Cita el artículo el caso concreto del
principio, ampliamente introducido en la
práctica, de la irresponsabilidad de las
autoridades a quienes compete la red
viaria y comenta la transformación que
está sufriendo a través de la acción de
los Tribunales, que van ciñendo sus lí-
mites hasta encerrar el principio en tér-
minos razonables. A la inversa, pues, la
acción supletoria individual para prestar-
se a las reparaciones de las vías públi-
cas, exigidas por la deficiente actuación
de las autoridades del ramo, va siendo
descargada de su carácter imperativo. En
este sentido es decisiva la Highways Act
de 1961.

The Town Planning Review.

Liverpool, octubre 1963.

G. J. ROTH y J. M. THOMSON: The Re-
lie] o/ Traffic Congestión by Parking
Restrictions (Remedio a la congestión
del tráfico mediante restricciones en
el aparcamiento), pág. 185.

Tanto el Informe del doctor Beeching
como el del profesor Buchanan, consi-
deran al tráfico como el factor que ma-
yores perturbaciones origina en el na-
tural desenvolvimiento de la ciudad.
Esta coincidencia es normal. Pero más
llama la atención la identidad de los
procesos de congestión viaria que uno
y otro analizan. De esto puede concluir-
se que es válida la afirmación genérica
y categórica de que sin un freno al trá-
fico rodado es imposible la solución del
problema urbano.

Han sido varias las medidas adopta-
das para limitar el implacable creci-
miento de la circulación rodada. Unas,
a través de la sanción económica; otras,
mediante la limitación de la «utilidad»
del vehículo; pero lo cierto es que poco
es lo conseguido. Y con ello se logra-
ría, al decir del autor, una amplia gama
de ventajas: la propia descongestión del
tráfico, la redur.ción del riesgo de acci-
dentes, la simplificación del hallazgo
de zonas de aparcamiento, la rápida
amortización de éstas, la conservación
de las bellezas naturales, etc.
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El sistema de mayor eficacia parece
ser el de la exacción pecuniaria, en una
escala creciente de rigor. Primero, anu-
lación de todo tipo de subsidios al au-
tomóvil; luego, la imposición de tasas
por utilización de aparcamientos, utili-
zación de vías, etc. Hay problemas para
la implantación del impuesto al apar-
camiento, es cierto, pero es necesario
intentar la medida. Uno de los obstácu-
los es, referido al sujeto de la impo-
sición, el tráfico de tránsito. La aplica-
ción de este sistema durante un período
dado de años iría determinando una
autoselección de tráficos y cada zona
iría clasificando su posición en el todo
nacional, por lo que a la intensidad de
la congestión del tráfico se refiere. En-
tonces, no habría más que leer en la
realidad para adoptar las medidas co-
rrectoras o complementarias del sistema
impositivo, que se hicieran aconsejables.

Town and Country Planning.

Londres, febrero 1964.

ARNOLD WHITTICK: Towards ne-w Towns
in Scandinavia (Hacia nuevas ciuda-
des en Escandinavia), pág. 83.

Lo mismo que sucede en Inglaterra,
algunos de los mejores ejemplos de bue-
nas edificaciones de bajo coste son obra
de las propias empresas que han tratado
de alojar a su personal en torno a las
fábricas, construyendo, así, núcleos re-
sidenciales de características muy defi-
nidas. El artículo aporta ios ejemplos
que constituyen Vállingby y Farsta, en
Suecia, y Tapióla—una ciudad jardín—,
en Finlandia, son comentadas sus no-
tas más salientes y es estudiada su sig-
nificación desde el punto de vista so-
ciológico urbano. «Aunque estéticamen-
te son deliciosas y están bien planea-
das», carecen de la autonomía de la
nueva ciudad. Están «demasiado liga-
das a la gran ciudad» vecina para que
puedan tener un carácter verdadera-
mente independiente.

R. C. N.

Deutsches Verwaltungsblatt.

15 marzo 1964. Cuaderno 6.

VON KOHLKR, Karl-Heinz: Hchórden-
konkurrenz tro Kartellrecht. (La Ad-

ministración en el Derecho de les kar-
tell), págs. 214-220.

Ante todo, resulta necesario subrayar
que los problemas planteados por el au-
tor en este artículo sólo tienen validez
para un Derecho concreto, el alemán de
los kartell, y para una estructura admi-
nistrativa también concreta, la de la ac-
tual República Federal Alemana. Su in-
terés, por tanto, para el jurista español
no especializado resulta un tanto aca-
démico. Para comprender los límites y
el alcance de las teorías del autor es
preciso, no sólo tener en cuenta la dife-
renciación básica entre funcionarios fe-
derales y funcionarios de los lattder que
componen la República Federal (y la pre-
ocupación por mantener bien delimitados
sus campos respectivos de actuación), sino
también la idea del GWB o Código civil
alemán como garantía de la libertad de
los ciudadanos frente a la Administra:
ción, lo que hace que, en casos de con-
flicto, se produzca lo que, ya desde an-
tiguo, se viene llamando en ese Derecho,
«huida al Derecho civil». Es preciso,
asimismo, considerar que las teorías eco-
nómicas sobre las que se asienta el GWB
(neoliberalismo) no siempre corresponden
a las que inspiran otras leyes que pue-
den entrar en concurrencia con él, y que
sería un error, como subraya von Kóh-
ler, pretender ver en ninguna ley la
«Constitución económica del país».

F,l primer problema que el autor exa-
mina es el del conflicto de competencias
entre un funcionario federal y uno de
los laiider ante el Derecho de los kartell.
Si el caso se haya previsto y resuelto en
el artículo 51, apartado 3, del GWB cuan-
do es uno de estos últimos quien la afir-
ma y el primero quien la contesta, existe
una laguna legal en el caso contrario, que
Lücke ha intentado llenar diciendo que
será la decisión del Ministerio de Eco-
nomía la que resolverá la cuestión. Aho-
ra bien, como hace resaltar el autor del
artículo, no se puede olvidar el principio
de que sólo un Tribunal puede dirimir
una cuestión de competencia cuando no
existe un funcionario superior común a
aquellos entre quienes se ha planteado.
Por ello, Zweigert considera la solución
de Lücke como una mezcla inadmisible
de jurisdicciones y el autor, por ?u par-
te, concluye en que, no habiéndose pro-
nunciado sobre la cuestión el Tribunal
Constitucional Federal, la admisibilidad
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de la decisión ministerial no puede afir-
marse con carácter general.

A continuación plantea el problema de
la antinomia que se produce cuando otros
Tribunales deciden en el Derecho de los
kartell cuestiones que, aparentemente y
de conformidad con el artículo 96 del
GWB, caen dentro de la competencia de
éste. Aquí defiende el autor, fundada-
mente y en contra de !a opinión de
Zweigert, la tesis de que es la voluntad
de la ley y no la del legislador la que
debe tenerse en cuenta en todo momento.
Problema más difícil plantea el artícu-
lo 98, apartado 1, del mismo cuerpo legal
en su aplicación a los actos administra-
tivos. La cuestión se reduce en definiti-
va a determinar cuándo debe considerarse
a la Administración como empresa, en
el sentido del GWB. A este respecto, re-
coge von Kóhler la opinión de Mallmann
de que, no porque el Estado realice una
actividad conforme al Derecho privado
pierde por ello su estructura o ?u sus-
tancia. Y lo mismo debe decirse de los
lánder, que son Estados y como tales
actúan.

El autor termina su estudio examinan-
do el problema de las empresas subven-
cionadas por la Administración que, si
bien realizan una función de carácter pú-
blico, caen indudablemente dentro de la
esfera del Derecho privado, con deter-
minadas particularidades originadas por
e! control que sobre ellas mantiene la
Administración.

1 abril 1964. Cuaderno 7.

LOCHBRUNNER, Dr. Franz Xaver: Die
Untersuchung - Gedanken zwr Reforni
des Disziplinarrechts. (La investiga-
ción. Consideraciones para una refor-
ma del Derecho disciplinario.)

El autor se ocupa en este interesante
artículo de un problema que reclama ur-
gente solución en el Derecho alemán: la
reforma del Derecho disciplinario, inspi-
rado aún en ideas que han desaparecido
de otros cuerpos legales de la República
Federal.

La primera dificultad que plantea su
aplicación es el hecho de que ese Derecho
disciplinario se aplica por funcionarios no
especialistas en Derecho penal y que hace
tiempo perdieron todo contacto con él,
por lo cual la remisión a éste que hace,
con carácter general, la BDO (Bundes-

disziplinarordnung) debe considerarse im-
procedente. La necesidad de analizar ar-
tículo por artículo cuáles son las normas
de Derecho penal ordinario que no con-
tradice la BDO y que, por tanto, pueden
ser aplicadas, origina, cuando menos,
enormes dilaciones e inseguridades, y
crea un peligro cierto de interpretacio-
nes erróneas. A juicio de Lochbrunner,
sería infinitamente preferible que los pre-
ceptos aplicables fueran incorporados a
la propia BDO, procurando en todo mo-
mento la máxima claridad.

A continuación examina el autor otro
de los grandes defectos que pueden se-
ñalarse hoy en el Derecho disciplinario
alemán, a saber, el de que, bajo deter-
minadas circunstancias, pueda prescin-
dirse de la investigación (Untersuchung) ;
concretamente, en el caso de que el fun-
cionario que debe ordenarla, de acuerdo
con el Fiscal disciplinario federal, con-
sidere los hechos suficientemente escla-
recidos. Esta posibilidad es susceptible
de resultar tanto más lesiva cuanto que
es precisamente en el curso de esa in-
vestigación cuando se aportan la mayor
parte de las pruebas, ya que la vista
oral tiene sólo un carácter complemen-
tario. Para demostrar la necesidad de
hacer la investigación obligatoria rn todos
los casos, Lochbrunner hace una serie de
consideraciones de derecho y de hecho.

Entre aquéllas, alude al derecho cons-
titucional de todo ciudadano a no ser
juzgado sin haber sido antes escucha-
do. La BDO no afirma este principio
con la precisión que sería de desear,
aunque tampoco lo contradiga expresa-
mente. No obstante, dado que no se exige
la presencia del inculpado en el acto
de la vista, puede suceder, al menos
teóricamente, que, en caso de no haber-
se llevado a cabo la investigación, un
funcionario llegue a ser separado de la
Administración sin que su voz haya sido
oída ni una sola vez.

Como consideraciones de hecho expo-
ne el autor la inmensa trascendencia que
tienen las circunstancias personales del
individuo para poder determinar exacta-
mente su culpabilidad, las cuales difí-
cilmente podrán ser apreciadas si no se
realiza la investigación. Por otra parte,
hace notar también que el esclareci-
miento de los hechos sólo presenta ga-
rantías cuando se efectúa una investi-
gación adecuada, y buena prueba de ello
es la preocupación de la BDO por fa-
cilitar esa aclaración, constituyen las fa-
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cultades que concede a su instructor (to-
mar declaraciones juradas a testigos y
peritos, ordenar registros e incautacio-
nes, etc.).

Precisamente a analizar la figura del
instructor dedica Lochbrunner la segun-
da parte de su trabajo, estudiando por
separado las circunstancias personales
que debe reunir, su consideración jurí-
dica y su actuación.

Por lo que a las primeras se refiere,
observa muy acertadamente que la cuali-
dad fundamental del instructor debe ser
la ecuanimidad y el sentido de la me-
sura. Nunca debe perder de vista el
hecho de que no trata con criminales,
sino con funcionarios, y de que su mi-
sión consiste en investigar simplemente
la verdad. Probar la inocencia del in-
culpado debe significar para él un triun-
fo igualmente grande que probar su cul-
pabilidad.

Con respecto a su forma de actuar,
examina Lochbrunner brevemente l~s de-
beres del secretario que le auxilia en la
investigación, para pasar luego a estudiar
la práctica de la prueba y las ;>iedidas de
coacción, realmente severas, que puede
utilizar el instructor contra los testigos
o peritos que no comparezcan, incurran
en desacato o se nieguen a prestar ju-
ramento o a declarar (siendo curioso se-
ñalar que, careciendo de atribuciones
para obligar a comparecer al inculpado
por la fuerza, puede reclamarla para la
comparecencia de testigos y peritos). La
utilización de estas medidas coactivas es
considerada inútil por Lochbrunner, quien
aduce como prueba el que en más de
10.000 casos observados no fueron ne-
cesarias ni una sola vez, por lo cual pro-
pugna que su utilización sea reservada
a los jueces.

La misión del instructor concluye con
el resumen de lo actuado, el cual, en
unión de las actas en que se recogen las
pruebas practicadas, deberá elevar al tri-
bunal llamado a decidir. Este resumen
debe ser claro, detallado y preciso, de
forma que baste su lectura para poder
conocer cuantos hechos sean esenciales
para la resolución del caso.

Die Offentliche Verwaltung.

Marzo de 1964. Cuaderno 6.

ERHARD KLOTZ : Beschránker Wirkung-
skreis der juristischen Personen des

óffentlichen Rechts. Grenzen der pri-
vatrechtlichen Rechtsfáhigkeit der jtt-
ristischen Personen des offentlklien
Rechts (Esfera limitada de actuación
de la persona jurídica de Derecho pú-
blico. Límites de la capacidad jurídica
en Derecho privado de la persona ju-
rídica de Derecho público), páginas
181-189.

Fabriciiis, en una obra ya famosa,
hizo notar la relatividad del concepto
de capacidad jurídica. Aunque se admi-
ta la definición lapidaria de «capaci-
dad de ser sujeto de derechos y obliga-
ciones», resulta preciso hacer distingos
y aceptar la existencia de capacidades
especiales, relativas o limitadas. Ahora
bien, la idea de capacidad jurídica que
nos proporciona el Derecho privado ha
de servir para iluminar la de Derecho
público, y ello tiene gran trascendencia
práctica, porque las personas de Dere-
cho público actúan también en la esfera
del Derecho privado.

El autor de este artículo parte de que
es preciso distinguir, en toda persona
jurídica, entre el «fin» y el «objeto»
de su empresa. Si en el Derecho pri-
vado la distinción se hace evidente en
las sociedades, la diferencia se acentúa
aún, en gran número de personas de
Derecho público. Las personas indivi-
duales que actúan en nombre de esas
personas jurídicas pueden desarrollar una
actividad que contradiga su fin o se
halle fuera de su objeto, y se plantea
el problema de determinar si es la ca-
pacidad de esos órganos de representa-
ción la que está limitada, o si es la de
la propia persona jurídica. En general,
en el Derecho privado alemán, tanto la
doctrina como la jurisprudencia se han
pronunciado en contra de la limitación
de la capacidad de la persona jurídica,
afirmando que sólo lo está la de sus re-
presentantes. La tesis del autor es, desde
luego, opuesta, y para defenderla co-
mienza examinando la teoría general de
la capacidad jurídica de las personas de
Derecho público.

Ante todo, es preciso concretar de qué
capacidad se trata, si de la privada o de
la pública (para Klotz, la segunda pre-
supone la primera) y hay que averiguar
también si la capacidad es una cualidad
de la persona o sólo una atribución del
Derecho (para Klotz, la capacidad nun-
ca puede ser considerada como un de-
recho subjetivo). Luego hay que fijar su
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contenido y esfera de actuación, y la
tesis de Klotz es que el principio de
«similitud» con las personas de Derecho
privado no puede aplicarse de manera
absoluta. La idea de una personalidad
jurídica de la persona pública, que su-
pere a la de sus órganos, limitados por
la finalidad de esa misma persona, no
pasa de ser una elucubración teórica.

A continuación examina Klotz la po-
sición de la jurisprudencia alemana, que
ha defendido a ultranza el principio de
asimilación a las personas naturales, o
sea, de la no limitación de la capacidad,
hasta que una importantísima sentencia
del Bwidesgerichthof ha venido a abrir
nuevos horizontes o, mejor, a cerrarlos,
al declarar que la persona jurídica de
Derecho público no puede actuar váli-
damente fuera de la esfera de actuación
que tenga reconocida por las leyes, y
no porque no tenga capacidad de obrar,
sino sencillamente porque carece de ca-
pacidad jurídica para hacerlo.

Klotz analiza a continuación la cues-
tión del origen de esas limitaciones (que
Forsthoff hace derivar del Estado, aun-
que se contradiga al afirmar que el con-
cepto de capacidad jurídica no puede
ser distinto en Derecho privado que en
Derecho público), y estudia la concre-
ción de la capacidad jurídica por el fin
de la persona, deduciendo que no es
posible mantener que una personalidad
pública limitada suponga automáticamen-
te una personalidad privada también li-
mitada, y examinando diversas teorías.

Su exposición termina con el examen
de las consecuencias prácticas de su te-
sis, y de la forma en que puede conocer
el particular los límites de las personas
jurídicas públicas, haciendo notar que
cuanto más coincidan el fin y el objeto
de una persona jurídica, tanto más sen-
cillo resultará fijar los límites de su
capacidad.

Verwaltungsarchiv.

Abril de 1964. Cuaderno 2.

BEINHARDT, Dr. Gerd: Der óffentlich-
rechtliche Vertrag itn deutschen wtd
frmiaósischen Recht (El contrato de
Derecho público en los Derechos fran-
cés y alemán), págs. 151-174.

La necesidad del conocimiento de otros
Derechos nacionales aumenta de día en

día, en una época en que las relaciones
internacionales se han vuelto más in-
tensas que nunca, hasta llegar en algu-
nos casos a la anulación práctica de las
fronteras. El propósito del Dr. Bein-
hardt, en el artículo que comentamos,
ha sido realizar un estudio comparado de
los Derechos de Francia y Alemania,
enormemente necesario dados los lazos
que unen hoy a ambos países. Las difi-
cultades para ello, desde luego, son gran-
des, y encuentran su origen, en primer
lugar, en el carácter dinámico del pro-
pio Derecho administrativo y, en segun-
do, en la falta de definiciones universal-
mente aceptadas sobre conceptos básicos.
Pero la urgencia de la tarea hace que no
sea posible perderse en disquisiciones
teóricas y haya que descender s] terreno
pragmático, lo cual, por otra parte, pue-
de producir la sorpresa de ver cómo,
en ocasiones, se llega a soluciones idén-
ticas de Derecho «vivido», partiendo de
concepciones radicalmente distintas.

Comienza el autor examinando el con-
cepto de contrato ^dministritivo en el De-
recho francés estudiando su ámbito de
aplicación sobre la base de la distinción,
muy importante en ese Derecho aunque
ignorada por su escuela liberal, entre
Administración directa e indirecta. Den-
tro de la primera, analiza la noción de
servicio público—piedra angular del De-
recho francés que, sin embargo, no tie-
ne siquiera traducción exacta en el ale-
mán—, pasando revista a las diferentes
teorías históricamente elaboradas, para
líegar al momento actual, en que parece
imponerse la definición de l.aubadére
(«toda actividad ejercida por una colec-
tividad a fin de satisfacer una necesidad
de interés general»). El Dr. Beinhardt
examina con cierto detenimiento los ele-
mentos de esta definición, trazando lue-
go una clasificación general de los servi-
cios públicos. A continuación estudia el
contrato administrativo en sí, poniéndo-
lo en relación con la clasificación apun-
tada y fijando su carácter en cada uno
de los casos.

Ya en el campo de la Administración
indirecta, distingue entre el suministro
de medios personales y el de materia-
les, recogiendo dentro del primero la dis-
tinción clásica entre empleado y funcio-
nario, y examinando la concesión de ser-
vicios públicos. Por lo que se refiere
al suministro de medios materiales, es-
tudia la distinta naturaleza del contrato
administrativo según se trate de mué-
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bles, transportes, obras públicas, com-
pra de inmuebles, o venta de muebles o
inmuebles, examinando también los prés-
tamos públicos y los restantes contratos
innominados.

En la segunda parte de su artículo
el Dr. Beinhardt analiza la regulación
jurídica del contrato administrativo en
el Derecho francés, caracterizándolo por
sus notas fundamentales de relación con
un servicio público y existencia de las
llamadas cláusulas exorbitantes, pasando
luego revista a éstas y concluyendo que
la jurisprudencia debe aún delimitar sus
contornos, pues el casuísmo actual re-
sulta a todas luces insuficiente.

Más adelante, estudia la admisibilidad
de los contratos administrativos, tema
éste poco tratado por la doctrina fran-
cesa aunque, generalmente, la dé por
supuesta. El artículo termina con el exa-
men de la conclusión y cumplimiento de
estos contratos, ocupándose en el primer
apartado de los vicios específicos que
pueden concurrir en ellos, especialmente
en el caso en que sea necesaria la lla-
mada «habilitation préalable», o en que
se requiera una aprobación posterior, y
estudiando también el problema de la
libertad de los particulares que contra-
tan con la Administración. En cuanto
al cumplimiento del contrato, analiza las
limitaciones de la libertad de la Admi-
nistración en la fijación de cláusulas,
y se limita luego a enumerar una serie
de principios de los contratos adminis-
trativos, extraños al Derecho privado
(modificación, dirección y control, san-
ciones, revisión unilateral y equilibrio
financiero).

Esta primera parte del trabajo del doc-
tor Beinhardt (el artículo tendrá una con-
tinuación) viene a ser, en realidad, un
pequeño tratado que resume, I,revé pero
exactísimamente, la postura actual del
Derecho administrativo francés ante los
contratos administrativos.

Deutsches Verwaltungsblatt.

15 de abril de 1964. Núm. 8.

GROSS, Rolph.: Filnieinfuhr und Film-
selbstkontrolle (Importación de pelícu-
las y autocontrol), págs. 307-309.

Como consecuencia de los recientes pro-
cesos contra la revista Der Spiegel, de

la discusión de un proyecto de ley de
prensa territorial, de la nueva regulación
del derecho al silencio de los testigos ante
los Tribunales, y de diversos problemas
surgidos en los distintos medios de difu-
sión, se ha planteado en la República Fe-
deral Alemana la cuestión de determinar
el significado exacto del artículo 5.9 de
su Constitución, que establece tajante-
mente: «No existe una censura». El au-
tor de este artículo examina las reper-
cusiones de este principio constitucional
en el campo de la cinematografía, ha-
ciéndolo en tres apartados:

1. Alcance del artículo 5.9 Indudable-
mente, debe ser aplicado tanto a los no-
ticiarios como a los documentales o las
películas de argumento, ya que en todos
ellos se expresan opiniones. En este sen-
tido, una sentencia del Tribunal de lo
Contencioso-administrativo Federal de 21
de diciembre de 1954, sobre el film Die
Siinderin (La Pecadora), debe conside-
rarse inadmisible, ya que se basaba en
que el film no expresaba opinión algu-
na y, por tanto, no podía considerarse
amparado por el mencionado artículo 5.9

Ahora bien, el concepto al que la ley se
refiere es el de la censura previa, es de-
cir, supone que ninguna película necesita
una previa autorización para poder ser
proyectada o distribuida. Nada obsta, sin
embargo, como hace notar Gross, a que
un film que se revele contrario a las
leyes u ordenanzas pueda ser retirado de
cartel o prohibida su difusión.

2. Importación de películas. El ar-
tículo 17 de la Ley de Economía Exte-
rior de la República Federal Alemana
de 28 de abril de 1961, limita la impor-
tación de películas extranjeras, las cua-
les, cuando han de ser dobladas al ale-
mán, necesitan una autorización previa.
En la práctica, ello se convierte en una
auténtica censura.

Gross observa, con razón, que el ar-
tículo 5.8 protege no sólo a los ciudada-
nos alemanes, sino a todos los hombres,
ya que no se definen en la Constitución
los derechos cívicos, sino los derechos hu-
manos. En consecuencia, esa censura es-
tablecida por la Ley de Economía Exte-
rior resulta claramente anticonstitucional.

3. Control voluntario. El F. S. K.
(Freiwillige \Selbstkontrolle), o autocon-
trol voluntario creado por la propia in-
dustria del film, no constituye una cen-
sura. Y no por la argumentación que
hace Katholnig de que, históricamente
considerada, resulta imposible imaginar
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una censura no estatal, sino por el hecho
de que el propio control del F. S. K. cons-
tituye también una libre expresión de
opinión, que sólo vincula a aquellos que,
voluntariamente, se han sometido a sus
decisiones. Semejante sometimiento es to-
talmente aceptable desde el punto de vista
constitucional, y en nada contradice al
derecho de los ciudadanos a ser infor-
mados, ya que la protección del artícu-
lo 5.9 se refiere a la falta de injerencia
estatal en las fuentes de información
existentes, pero no obliga a nadie a di-
fundir aquellas opiniones o hechos que
no desee libremente difundir.

1 de mayo de 1964. Núm. 9.

MAURY, Dr. Karl: Siiid unsere Land-
schaftsschutz- Verordnungen g ül tig ?
(¿ Son válidas nuestras reglamentacio-
nes de protección del paisaje?), pági-
nas 344-347.

El doctor Maury, comentando una sen-
tencia del Tribunal Federal Alemán de
lo Contencioso-administrativo, de 28 de
noviembre de 1963, plantea un interesan-
te problema que se concreta, en definiti-
va, en la determinación del valor jurí-
dico de los planos o mapas de terrenos no
promulgados oficialmente, pero oficial-
mente publicados, en relación con las nor-
mas que a ellos se remiten. La senten-
cia en cuestión, partiendo de la base de
que toda norma jurídica que no tiene de-
limitado su campo de aplicación es in-
válida, y de que esta delimitación, si bien
puede ser hecha en otra norma, requie-
re, desde luego, que esta última haya sido
válidamente promulgada, deduce la nuli-
dad, en un caso concreto, de una regla-
mentación de protección del paisaje. La
aceptación de esta tesis llevaría a admi-
tir, necesariamente, que todas las regla-
mentaciones de este tipo de la Alemania
federal son también inválidas, dado que
su ámbito de actuación se establece, por
regla general, de idéntica forma.

Forsthof f ha enunciado la teoría de que
toda norma jurídica, sin excepción algu-
na, debe ser solemnemente promulgada.
El Tribunal Federal, de acuerdo con
ella, declara que un plano no puede con-
siderarse como norma jurídica, por lo
menos cuando, «sin especiales dificulta-
des», la descripción del terreno afectado
por una norma hubiera podido ser he-
cha en la propia norma.

Muy acertadamente hace el autor del

artículo la crítica de este vaguísimo cri-
terio, basado en la inexistencia de «es-
peciales dificultades», alegando, además,
en apoyo de su tesis, de que basta con
la 'publicación oficial, el testimonio de
Brügelmann-Grauvogez, que hacen notar
con agudeza que cualquier descripción de
límites sólo con dificultad puede resultar
tan exacta como una representación grá-
fica. Por otra parte, el argumento de que
tales planos podrían ser libremente cam-
biados por la propia Administración, mo-
tivando la inseguridad jurídica, no resul-
ta de peso, ya que, según la ley, los pla-
nos deben ser expuestos durante catorce
días antes de la promulgación de cual-
quier reglamentación de protección del
paisaje, y cualquier cambio hecho sin este
requisito previo resultaría nulo.

Por último, no puede considerarse se-
ria la objeción de que no es posible exi-
gir de todo ciudadano la habilidad para
leer c interpretar mapas, toda vez que
las descripciones incorporadas al texto de
las leyes resultarían, por lo general, mu-
cho más incomprensibles.

Más que la crítica de una sentencia
cuya doctrina, probablemente, será revo-
cada por el propio Tribunal Federal en
el futuro, interesa aquí el problema ge-
neral de la trascendencia jurídica de la
promulgación o falta de ella de mapas
y toda clase de representaciones gráficas.

15 de junio de 1964. Núm. 12.

HOFFMAÍÍN, Dr. Hcinrich: Die Verstaat-
lichung von Berufen (La atribución de
carácter público a las profesiones), pá-
ginas 457-465.

El doctor Heinrich Hoffmann se ocu-
pa, de manera completa y casi exhausti-
va, del problema jurídico que plantea la
atribución; por parte del Estado, de ca-
rácter público a determinadas profesio-
nes. Aunque su estudio se centra en el
Derecho vigente en la República Federal
Alemana y, de manera concreta, en su
Ley constitucional, las conclusiones a que
llega tienen validez dentro de cualquier
ordenamiento jurídico.

La cuestión consiste fundamentalmente
en saber «si» el Estado puede atribuir
ese carácter público, limitando en con-
secuencia la libertad de concurrencia y
de empresa en una profesión determina-
da, y «cuándo» y en qué condiciones pue-
de nacerlo.
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Comienza el doctor Hotfmann hacien-
do notar que la libertad individual y los
intereses de la comunidad constituyen un
campo de fuerzas fluctuante que varía
según las circunstancias de tiempo y de
lugar. La libertad que la Constitución
concede va siempre ligada a lo social y,
si resulta preciso determinar los límites
de esa libertad, no lo es menos fijar los
límites que tiene el Estado cuando la
coarta. Para ello analiza el doctor Hoff-
mann las características de las profesio-
nes públicas, estimando que, en primer
lugar, es preciso que la concesión de ese
carácter se haga por una norma con ran-
go de ley, ya que, por la materia de que
se trata, resulta necesario rodear seme-
jante declaración de toda clase de ga-
rantías. En segundo lugar, el carácter
público de una profesión no es —según
él— algo funcional, sino institucional. No
es la labor realizada la que atribuye ese
carácter, sino el hecho de que los que
adoptan esa profesión se hallan some-
tidos al Derecho público o desarrollan,
con carácter independiente, una función
estatal. (La frontera habría que trazar-
la, de acuerdo con Hoffmann, entre los
abogados y los notarios. Los primeros
desempeñan una labor en cierto modo pú-
blica, pero su profesión no lo es, limi-
tándose el Estado a establecer determi-
nados requisitos para poder ejercerla. En
cambio, los notarios, aunque con carác-
ter independiente, ocupan un puesto pú-
blico y desempeñan una función también
pública.) Analiza Hoffmann a continua-
ción las relaciones del problema que exa-
mina con las llamadas «regalías», con
los monopolios económicos y con la capa-
cidad de las administraciones, especial-
mente de los Municipios, para desempe-
ñar determinadas tareas, destacando la
importancia que tiene en este último caso
el llamado «principio de subsidiariedad».

Hace luego un estudio detenido de la
Constitución alemana (arts. 12, 2°, pá-
rrafo I.9, y 33), para probar que no sólo
está prevista la licitud de la declaración
de carácter público de una profesión,
sino también el «cuándo». Los casos en
que será lícita serán aquellos en que tal
declaración sea necesaria para la salud
o los intereses públicos, especialmente
cuando exista un peligro grave o inmi-
nente. Analiza más adelante los tres gra-
dos que puede adoptar la injerencia del
Estado dentro de las profesiones: desde
el simple establecimiento de requisitos
al que hacíamos referencia y que no cons-

tituye aún un caso de atribución de ca-
rácter público, al caso extremo en que
los que desempeñan la profesión quedan
sometidos al Derecho público, su estruc-
tura alterada y los medios que utiliza se
convierten también en públicos, pasando
por el caso intermedio en el que existen
detentadores independientes de puestos pú-
blicos que no utilizan necesariamente me-
dios de ese carácter.

El doctor Hoffmann termina afirman-
do que el Estado deberá utilizar siempre
aquella de las tres formas que limite
menos las libertades, acudiendo únicamen-
te a la estatalización perfecta cuando los
intereses sociales lo hagan absolutamente
necesario.

Die óffentliche Verwaltung.

Abril de 1964. Núm. 9.

HARTMANN, Richard K.: Dienstpostenbe-
wertung oder Stellungschlüsselung?
(¿ Valoración de puestos o clave de em-
pleos?), págs. 251-255.

El autor hace una importante contri-
bución a la controversia planteada en
la República Federal Alemana sobre los
sistemas de elaboración de plantillas de
funcionarios. Efectivamente, en tanto que
las esferas federal y local continúan uti-
lizando casi invariablemente el llamado
Dienstpostenbewertung o sistema de va-
loración de puestos, se ha recurrido en
determinados Lándern al llamado Stel-
lungschlüsselung o sistema de clave de
empleos, bien con carácter exclusivo o
bien en combinación con el anterior. Es
más, parece dibujarse actualmente una
tendencia dominante hacia la utilización
de este último en todas las esferas, ale-
gándose en su favor que simplifica las
deliberaciones previas a la fijación de pre-
supuestos y permite apreciar mejor los
resultados prácticos del trabajo que los
funcionarios realizan.

Comienza Hartmann haciendo notar
que no puede estimarse que el problema
deba confiarse a cada una de las admi-
nistraciones, ya que las leyes que regu-
lan los sueldos de los funcionarios tienen
carácter general y generales han de ser
también los criterios que se apliquen al
establecer las escalas de funcionarios.
Analiza luego las bases del sistema de
«valoración de puestos» (que, en su for-
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ma actual, se remonta a 1920), consis-
tentes en definitiva en adecuar, siguiendo
criterios objetivos, funcionarios y suel-
dos. Dado que las i leyes no contienen
reglas para la valoración de las tareas
realizadas, la única forma de establecer
un rango entre los funcionarios consiste
en adaptarse a las distintas categorías de
sueldos. Para ello se emplean determi-
nados criterios de valoración, surgidos de
la experiencia y formulados en la esfe-
ra local por los funcionarios encargados
del estudio de la simplificación de la Ad-
ministración, aunque se utilicen en todas
las esferas. Tales criterios son: clase y
ámbito de la tarea realizada, conocimien-
tos necesarios para ella, responsabilidad,
independencia e importancia de la labor.
(Resulta preciso tener en cuenta que de
esta forma se obtiene una clasificación
inicial que corresponde a un sueldo base,
pero que será modificada luego por las
circunstancias personales de edad, tiempo
de servicio, etc.)

El sistema de «clave de empleos», por
el contrario, establece previamente un
porcentaje de funcionarios partiendo de
la base de que hacen falta años para
alcanzar 1 o s conocimientos necesarios
para desempeñar determinado puesto, de
que los puestos más sencillos son des-
empeñados por mayor número de perso-
nas y de que la escala de funcionarios
tiene la forma de un cono o pirámide.
Sus ventajas teóricas son la uniformidad
de todas las administraciones y la igual-
dad de oportunidades de ascenso; pero,
sin embargo, las experiencias realizadas
no han confirmado esas supuestas venta-
jas. La igualdad formal ha conducido a
desigualdades prácticas, ya que no todas
las administraciones necesitan el mismo
tipo y clase de funcionarios, y por ello
el legislador se ha apartado del sistema.

Ambos sistemas se excluyen entre sí,
pero en la elaboración de plantillas si-
gue siendo necesario, en concepto de
Hartmann, la utilización del primero, no
sólo porque el principio de rendimiento
de los funcionarios así lo exige (sueldo
y trabajo deben corresponderse), sino
también porque, dada la forma de ela-
boración de los presupuestos, no resulta
posible proceder de otra manera.

Los inconvenientes que se le suelen
achacar a este sistema de «valoración de
puestos» son el de ser contrario a los
intereses de los funcionarios, la falta de
criterios objetivos de valoración, su des-
virtuación por el inevitable automatismo
posterior y el hecho de que resulta im-
posible controlar sus resultados. Todas
estas objeciones son acertadamente re-
chazadas por Hartmann, que hace ver
su inconsistencia o la posibilidad de ale-
garlas con cualquier otro sistema.

Defiende, pues, Hartmann, la necesi-
dad de utilizar el sistema tradicional de
elaboración de plantillas, y, aunque in-
siste en la incompatibilidad de los dos
sistemas estudiados, admite que puede de-
fenderse la introducción en el «sistema
de valoración», una vez fijadas las esca-
las, de unas fronteras superiores en for-
ma de «clave de empleos», que permi-
tirán facilitar los ascensos sin desaten-
der las necesidades concretas de la
Administración de que se trate. Asimis-
mo, en casos aislados y referidos a fun-
cionarios concretos (colaboradores que
realizan durante años un trabajo, funcio-
narios que desempeñan tareas especiales,
mutilados, etc.), puede aceptarse que la
categoría de sueldos en que esté encua-
drado el funcionario sea inferior o supe-
rior a la del trabajo que realiza, aunque
sea únicamente en concepto de excepción
individual.

M. S.
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